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			EDITORIAL


			¿De qué servirían, por ejemplo, las restricciones a las facultades de las legislaturas locales, si no existe algún procedimiento constitucional para exigir su observancia?


			A. Hamilton, 1780.


			El Círculo de Derecho Administrativo (CDA), con motivo de los veinte años de vigencia de las dos leyes medulares para la disciplina en su nombre, la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, decidió conmemorar las lecciones aprendidas en este tiempo. Para ello, tiene la honra de presentar a la Dra. Tania Zúñiga Fernández como Coordinadora Académica de la obra, pues su trayectoria alienta a quienes tenemos aún mucho por aprender.


			Bajo la instrucción académica de la Coordinadora, la Comisión de Publicaciones del CDA buscó una propuesta que aportará al lector, independientemente de su nivel académico o profesional, una oportunidad de formación. Según esta consigna, reunimos a reconocidos docentes, nacionales e internacionales, a fin de que se sumen a este proyecto.


			Como estudiantes, no son pocas las veces que comentarios hechos por nuestros maestros han despertado interés por investigar o nos han significado una verdadera reflexión respecto al Estado y nuestros derechos como ciudadanos. Por ello, esta entrega nace de la voluntad por compartir un espacio de análisis al reexaminar categorías transversales en la disciplina administrativista, así como de pensar el futuro con expectativa y oportunidades de mejora de las cuales aspiramos ser parte.


			Esperamos que la presente entrega constituya para el lector un verdadero aporte a su formación jurídica, lo incentive al estudio y divulgación del Derecho Administrativo, y estreche vínculos entre lo internacional, lo cívico y lo académico, aristas que consideramos fundamentales en la consolidación de una comunidad jurídica resuelta en el ejercicio responsable del Derecho.


			Sin más, no queda sino hacer explícita la gratitud y estima que nuestro equipo guarda por la Coordinadora Académica, la Dra. Tania Zúñiga, así como por los y las autoras de la obra. Sin su esfuerzo y benemérita disposición, proyectos como el presente no serían posibles, de modo que, tengan por seguro que quienes reciben esta obra comparten nuestras consideraciones hacia su labor docente y profesional. Que estas palabras les sean de aliento. Gracias.


			Joaquín Espinoza Escobar
Editor General
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			INTRODUCCIÓN


			“Construcción y desarrollo del Derecho Administrativo en el Perú conmemorando el 20º Aniversario de la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo”


			Tania Zúñiga Fernández1


			Conmemorar el 20º Aniversario de la entrada en vigencia de dos cuerpos normativos medulares del Derecho Administrativo es motivo de celebración por las lecciones aprendidas, los aportes al desarrollo del Derecho Administrativo en el Perú, pero también una oportunidad para una visión panóptica de evaluación crítica respecto de las consecuencias de su aplicación, particularmente por las necesarias implicancias en el desarrollo económico y social de una nación y el bienestar de sus ciudadanos. La Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 274442, y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, Ley Nº 275843, fueron introducidas en el ordenamiento jurídico peruano a principios del milenio, bajo la vigencia de la Constitución Política del Perú de 1993, y es innegable la identificación de dichos cuerpos normativos como verdaderos hitos que marcaron un antes y un después en el desarrollo del Derecho Administrativo, en especial, respecto de la comprensión de la relación jurídica asimétrica entre Administración y ciudadano, entendiendo en lo que la cultura jurídica alemana ha identificado como Gebot (atribución y potestad) y Verbot (prohibición y delimitación), en el universo de las diversas actuaciones de las entidades públicas a través de los procedimientos administrativos bajo el imperio del principio de legalidad y el respeto a la supremacía de la Constitución.


			La presentación de una reflexión crítica de los aportes y avances sobre la configuración y características de las instituciones jurídicas que forman parte del ordenamiento jurídico administrativo en el marco de los derechos y garantías de los administrados en la relación con la Administración Pública en un Estado Constitucional de Derecho bajo la forma de gobierno unitario, representativo y descentralizado, organizados según el principio de separación de poderes, implica una observación de altura de alta especialización por expertos en el ámbito del Derecho Administrativo considerando al mismo tiempo, la necesaria interactuación con el orden jurídico procesal general y desde luego con el orden constitucional.


			Considerando la relevancia de ambos cuerpos normativos en el ordenamiento jurídico, y en particular, las implicancias positivas en el desarrollo de la disciplina, indudablemente permitió posicionar la importancia de emprender la elaboración de la publicación de una obra conmemorativa, con el ánimo y la noble vocación por compartir y construir conocimientos en el ámbito del Derecho Administrativo. 


			En ese sentido, a inicios del semestre académico 2021-1, la suscrita como miembro del Consejo Consultivo del CDA y los miembros de la entonces Junta Directiva de la asociación de estudiantes del CDA coincidimos, a iniciativa de la suscrita, en llevar a cabo una publicación colectiva, en el que profesores de Derecho Administrativo y del ámbito del Derecho Procesal pudieran sumarse a la iniciativa académica. La Junta Directiva en pleno, acordó la designación de mi persona como la Coordinadora Académica de la Obra Conmemorativa.


			Con esa finalidad, la Coordinadora Académica diseñó la estructura de la obra en dos secciones, una primera que comprenda el estudio de la Ley del Procedimiento Administrativo General, y una segunda que comprenda el análisis de la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo. Asimismo, esta estructura comprendió la evaluación de la importante participación de profesores extranjeros.


			Al respecto, debo señalar el apoyo de la Comisión de Publicaciones del CDA en el cuidado de recursos académicos de poner a disposición normativa peruana al idioma inglés, a fin de permitir el acceso al conocimiento sistema jurídico peruano, situación que motivó que podamos sin inconvenientes invitar a participar en la obra a un profesor de Derecho Administrativo de la Universidad Humboldt de Berlín, universidad alemana con la cual la Pontificia Universidad Católica del Perú tiene un convenio interuniversitario.


			Cabe resaltar, que la obra conmemorativa que hoy se presenta como publicación colectiva de profesores constituye el resultado de la gestión académica conjunta de profesora y estudiantes, que pone de relieve la tradición jurídica de nuestra alma mater, la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, al promover la participación de los estudiantes en la cultura jurídica a través de asociaciones reconocidas por la universidad.


			El trabajo académico que ha tomado tiempo en su realización a lo largo de varios meses, explica la labor dedicada por parte de la Coordinadora Académica con el apoyo de los miembros de la asociación CDA, que fortalece la formación universitaria en la búsqueda de la excelencia académica, la formación de profesionales y personas en un ambiente estimulante en la promoción de la investigación, y la internacionalización de la experiencia académica, baluartes de la formación en nuestra casa de estudios. Por ello, es motivo de honor y agradecimiento haber podido dirigir la Obra Conmemorativa como Coordinadora Académica aportando en el desarrollo del Derecho, en particular al Derecho Administrativo.


			Por otro lado, es importante mencionar la realización en el presente año del “Congreso Internacional de Derecho Administrativo: Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo a 20 años de vigencia”, en particular, la contribución del equipo de estudiantes integrantes de la Comisión de Eventos del CDA, especial mención a la Srta. Nicol Castillo, a fin de congregar al público ante las diversas ponencias de los profesores nacionales y extranjeros, participantes en la obra conmemorativa.


			Esta obra ha sido posible con la participación y apoyo de los estudiantes comprometidos en la obra conmemorativa, desde la gestación hasta la fecha de cierre de la publicación; por ello me gustaría realizar un expreso reconocimiento a las personas que forman parte del actual Consejo Directivo de la asociación Círculo de Derecho Administrativo, a su Director Ejecutivo, Sr. Luis Supo, quien articuló en la labor de las Comisiones, así como a los estudiantes miembros del consejo, Srta. Adria Gastañeta, Srta. Angélica Angulo, Srta. Ingrid Huaroc, Srta. Valeria Ramírez y Srta. Valeria Revoredo, así como a las personas que participaron en la gestión editorial, el Sr. Joaquín Espinoza, miembro de la Comisión de Publicaciones del CDA, Srta. Milagros Camero, a la ex Directora Ejecutiva, Srta. Diana Ruiz, y al ex Director de Publicaciones, Sr. Ronny Cubas.


			A todos ellos, y a los miembros del Círculo de Derecho Administrativo, asociación de estudiantes de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, les expreso mi sincero agradecimiento por el honor de la designación como Coordinadora Académica de la Obra Conmemorativa por el 20º aniversario de la entrada en vigencia de la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo. Asimismo, me gustaría expresar el reconocimiento al CDA a lo largo del periodo de labor académica en la obra, por haber encontrado con satisfacción y alegría a personas con gran compromiso y dedicación, así como el interés en aportar decididamente en el desarrollo del Derecho Administrativo en el Perú.


			A continuación, pasaré a explicar el contenido y las reflexiones sobre la Obra Conmemorativa. Para ello se ha estructurado en dos grandes secciones, la primera (A), Reflexiones de la Coordinadora Académica sobre la Obra Conmemorativa y del Derecho Administrativo, y la segunda (B) Contenido detallado de la Obra Conmemorativa, que comprende la presente Introducción, Prólogo, Sección de artículos de los colegas profesores que participan en esta obra, indicándose para ello dos Partes, una primera (Parte I), relativa a las contribuciones sobre la LPAG, una segunda (Parte II), relativa a los artículos sobre la LPCA y finalmente una Sección Especial, que comprende la Entrevista elaborada y realizada por la Coordinadora Académica de la obra.


			A. REFLEXIONES SOBRE LA OBRA CONMEMORATIVA Y EL 20º ANIVERSARIO DE LA LPAG Y LA LPCA


			La entrada en vigencia de la Ley del Procedimiento Administrativo General ha constituido un breaking point en el desarrollo del Derecho Administrativo en el Perú, al instituirse un sistema de régimen común de los procedimientos administrativos en el universo de la tutela de los intereses generales atribuidos a las distintas entidades de la Administración Pública. De otro lado, la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, marca un hito importante, al considerarse un cuerpo que define las instituciones jurídicas en el acceso a la justicia ordinaria para la tutela de las pretensiones en el orden de la revisión judicial de los actos de la Administración.


			La Ley del Procedimiento Administrativo General tuvo como antecedente al Decreto Supremo Nº 006-67-SC4, Reglamento de Normas Generales de Procedimiento Administrativos, norma que se inspiró en la legislación española sobre procedimientos administrativos de 1958, pero que no tuvo la articulación sólida necesaria para dar paso a una norma de régimen común a los procedimientos administrativos, que constituyera una guía para las entidades de la Administración Pública tanto en la creación de procedimientos administrativos como en la aplicación de las disposiciones normativas. Un déficit de aquella norma, indudablemente, consistió la ausencia de un Título Preliminar y en particular, la ausencia de una sección estructurada y ordenada de los principios del procedimiento administrativo expresados como garantías procesales en el procedimiento administrativo. 


			Por otro lado, es innegable la utilidad de las normas de simplificación administrativa y los marcos legales de principios de la década de los noventa que promovieron el rol facilitador y vigilante del Estado, que años después fuera concebido en el Régimen económico de la Constitución de 1993.5


			Precisamente, antes de la entrada en vigencia de la Constitución, se puede identificar a la Ley Nº 250356, Ley de Simplificación Administrativa, así como el importante cuerpo normativo, pionero de promoción de la iniciativa privada en el funcionamiento del mercado, el Decreto Legislativo Nº 7577, Ley Marco de Promoción de la Inversión Privada, cuya presencia en el ordenamiento jurídico y en su implementación permitió considerar el advenimiento de un cambio de paradigma en el rol del Estado y su intervención en la actividad económica, incluyendo la introducción del principio de libre competencia8 en el ordenamiento legal peruano9.


			Es importante mencionar que, la Ley del Procedimiento Administrativo General, luego de su entrada en vigencia, dio lugar a modificaciones e incorporaciones que a la fecha dan cuenta de su evolución, algunas de las cuales se gestaron en cierto modo a través de los diversos debates especializados que tuvieron lugar en el contexto del trabajo en sesiones en los Grupos de Trabajo designadas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en los cuales pude participar como miembro experto, junto a otros distinguidos colegas, en gran parte profesores de Derecho Administrativo y Derecho Procesal Civil. Hacia mediados del año 2012 y parte del año 2013 se conformaron varias comisiones revisoras organizadas en Grupos de Trabajo, una de ellas sobre la revisión de la LPAG, otra sobre la revisión de la LPCA y una tercera para discutir el anteproyecto de ley de Bases de la Administración Pública, que daba cuenta de la necesidad de evaluar en conjunto las disposiciones vigentes sobre la organización del Estado y su funcionamiento. 


			Los trabajos realizados en el seno de los Grupos de Trabajo concluyeron con informes completos que se elevaron a la Alta Dirección del Ministerio, comprendiendo una serie de recomendaciones para ser introducidas en su oportunidad. Mediante Resolución Ministerial Nº 0255-2013-JUS se publicó en noviembre de 2013 en el Diario Oficial El Peruano el Anteproyecto de Modificación de la LPAG. Este documento posteriormente sirvió para la evaluación de las modificaciones legislativas a la LPAG en el último trimestre del año 2016. 


			En efecto, en el marco de las facultades delegadas al Poder Ejecutivo, a través de la Ley Nº 30506, se produjeron modificaciones a la LPAG y a las normas sobre simplificación administrativa. Se dio paso a la aprobación de un paquete legislativo que comprendió una serie de decretos legislativos, como el Decreto Legislativo Nº 1246, 1256, 1272, 1310.10 Como bien se señala en la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo Nº 127211, que constituyó la más importante modificación realizada sobre el texto de la Ley Nº 27444, se tuvo en consideración los resultados alcanzados por el Grupo de Trabajo consolidados en el referido anteproyecto de ley que se trabajó en el 2012 y 2013, así como el Informe técnico elaborado por un Grupo de Trabajo que se conformó en virtud de la Resolución Ministerial Nº 0293-2016-JUS de octubre de 2016. 


			Adicionalmente, es preciso indicar el contexto del desarrollo de políticas públicas sobre regulación, respecto del cual la OCDE – Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos – había publicado en el mismo año el Estudio sobre Perú “Política regulatoria en el Perú: Uniendo el marco para la calidad regulatoria”, el cual daba cuenta de hallazgos y recomendaciones para el Perú en cuanto a garantizar la implementación efectiva de las políticas de simplificación administrativa, incluyendo la disponibilidad de recursos, así como realizar una rendición de las cargas administrativas que generan los trámites y obligaciones de información de los mismos. Cabe indicar, que para ese entonces el Perú ya había manifestado ante la OCDE su declaración de interés de ser parte de dicha organización internacional12.


			A través del Decreto Legislativo Nº 1272, se realizan las incorporaciones al texto de la Ley Nº 27444 en diversas secciones, desde el Titulo Preliminar en cuanto a la introducción de tres nuevos principios y actualización de otros preexistentes13, modificaciones en las disposiciones sobre procedimientos administrativos, los principios de procedimiento administrativo sancionador14, como el debido procedimiento y otras disposiciones sobre prescripción y caducidad, la introducción de causales sobre eximentes de responsabilidad, así como la incorporación de una sección completa nueva denominada actividad de fiscalización, pusieron de manifiesto la necesidad de que el Estado adopte una visión de trabajo al servicio al ciudadano, la generación de confianza en el ciudadano, el uso del poder y la responsabilidad de la Administración en el ejercicio de la actividad administrativa, la vigencia de garantías en el procedimiento con marcos claros sobre validez y eficacia de los actos administrativos, accesibles, y de mayor exigencia y transparencia a la Administración en cuanto a la motivación de sus decisiones, recursos impugnativos, y las implicancias de la transformación digital en la actuación de las entidades administrativas.


			Cabe asimismo, manifestar que, un punto clave de estas incorporaciones se expresa en el fortalecimiento de la Presidencia del Consejo de Ministros, en particular la Secretaría de Gestión Pública como ente rector en materia de simplificación administrativa bajo un Estado unitario y descentralizado15. La Secretaría mantiene una relación de coordinación estrecha con la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del INDECOPI, en un marco de evaluación de calidad de la regulación e intervención del Estado en el desarrollo de las actividades económicas. En el ámbito macro de la Modernización del Estado, la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros se encuentra facultada para una serie de funciones, desde dirigir, coordinar y supervisar la aplicación de las materias del sistema administrativo de modernización de la gestión pública, siendo autoridad técnico-normativa a nivel nacional, aprobar o proponer normas reglamentarias y complementarias que regulan el sistema, emitir directivas u otros estándares de obligatorio cumplimiento, así como emitir opiniones vinculantes en las materia de su competencia.16


			Es de mencionar, que en el paquete legislativo de fines del 2016, en paralelo se incorporaron al ordenamiento los otros decretos mencionados, 1246, 1256 y 1310. El primero vinculado a las disposiciones sobre simplificación administrativa, que posteriormente se incorporaron directamente al texto de la Ley Nº 27444, recogidos en el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, aprobado por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS. Pero, lo interesante de los otros dos decretos, es que se produce un cambio de paradigma de lo que constituye el control regulatorio a partir de la entrada en vigencia del Decreto Legislativo Nº 1310, que sentará las bases de la visión integral de calidad regulatoria en el proceso de modernización de la gestión pública y la simplificación administrativa. 


			Asimismo, en línea con el control normativo de las disposiciones, el Decreto Legislativo Nº 1256 constituye un cuerpo propio sobre el régimen de prevención y eliminación de barreras burocráticas, considerando casi tres décadas de la existencia de un procedimiento administrativo especial de eliminación de barreras burocráticas a cargo de la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas, en primera instancia, y en segunda, la Sala Especializada de Barreras Burocráticas del Tribunal del INDECOPI, Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual. Al respecto, podemos afirmar que una de los aportes más emblemáticos constituye la atribución a las barreras declaradas ilegales de tener efectos generales, erga omnes. Este cuerpo normativo, cabe destacar, presenta un nivel pedagógico alto que permite conocer la metodología de evaluación de las presuntas barreras materializadas en actos, actos de trámite y disposiciones normativas, en el que se hace presente de manera preeminente el principio de legalidad, con la evaluación del test de legalidad y el test de carencia de razonabilidad17.


			Si bien es cierto, el Decreto Legislativo Nº 1256 y el Decreto Legislativo Nº 1310, que luego fuera reglamentado mediante Decreto 061-2019-PCM y complementado con el Decreto Supremo Nº 063-2021-PCM, Reglamento que rige el proceso de mejora regulatoria y establece los lineamientos para la aplicación del análisis de impacto regulatorio ex ante, constituyen cuerpos independientes desde el orden legislativo, sin embargo, es importante precisar que, todos ellos se interrelacionan con el espíritu de la Ley del Procedimiento Administrativo General. 


			Al respecto, debemos recordar, lo que dispone el Artículo III del Título Preliminar de la LPAG, sobre la Finalidad de la ley, cual es, establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la Administración Pública sirva a la tutela de los intereses generales, garantizando los derechos e intereses de los administrados y con sujeción al ordenamiento constitucional y jurídico en general. En esa línea, el Artículo II del mismo Título Preliminar, explica en detalle el contenido de las disposiciones comunes a los procedimientos, previstos en la LPAG, a saber: i) Que, la LPAG contiene normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado y, regula todos los procedimientos administrativos desarrollados en las entidades, incluyendo los procedimientos especiales; ii) Las leyes que crean y regulan los procedimientos especiales no podrán imponer condiciones menos favorables a los administrados que las previstas en la presente Ley; y iii) Las autoridades administrativas, al reglamentar los procedimientos especiales, cumplirán con seguir los principios administrativos, así como los derechos y deberes de los sujetos del procedimiento, establecidos en la presente Ley. 


			Advertidos de la finalidad y el contenido de la LPAG, poniendo de relieve la característica transversal, pedagógica y orientadora de la ley, el Tribunal Constitucional Peruano, por su parte, ha contribuido a través de sus sentencias, a proporcionar contenido a ciertas instituciones jurídico administrativas y muy especialmente, a los principios del procedimiento administrativo, y administrativo sancionador, y en general a las garantías del procedimiento en el ámbito del derecho de defensa, toda vez que directamente no tienen un soporte expreso de su reconocimiento en el texto constitucional en cuanto a sede administrativa, tal es el caso de dos de los principios preeminentes, el principio de legalidad, y el debido procedimiento, pero también en el ámbito de los principios del procedimiento administrativo sancionador.


			Precisamente, con el objeto de fortalecer las garantías procesales en el procedimiento administrativo en el que la Administración actúa con potestades pero que no son ilimitadas o irrestrictas, también se ha favorecido una visión garantista en los pronunciamientos emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como es el caso de la definición del espectro de válida aplicación del artículo 8º sobre Garantías Judiciales de la Convención Americana de Derechos Humanos, que el alto tribunal se ha pronunciado, por el debido cumplimiento por parte de las autoridades de la Administración Pública de su contenido, lo cual puede llevar a un probable escenario de aplicación del test de convencionalidad de los pronunciamientos de la Administración Pública. 


			Resulta conveniente aclarar que, en el Perú las autoridades administrativas en sus pronunciamientos no realizan un control de consitucionalidad, sino un control de legalidad, en estricto, pues el Tribunal Constitucional Peruano ha señalado que los tribunales administrativos no están autorizados a realizar un control de constitucionalidad difuso, situaciones que en nuestra opinión, no es un escenario exento de debate, no solo en el orden dogmático, sino también por sus implicancias prácticas.18


			La Ley del Procedimiento Administrativo General tal y como ha sido diseñada contempla un Título Preliminar que ha servido a lo largo de su vigencia como el fundamento pétreo de toda actuación de la Administración Pública, tanto en la definición de conceptos jurídicos, ámbito de aplicación respecto de la noción que se reconoce a la Administración Pública (estatal y no estatal), lineamientos claros para la definición de la aplicación de sus disposiciones, siendo un régimen eminentemente común a todos los procedimientos de la Administración, una sección densa y detallada de los principios del procedimiento administrativo con grandes ventajas para guiar a los operadores del Derecho (autoridad administrativa y administrados), las fuentes del procedimiento, reconociendo la supremacía de la Constitución, y destacándose la importancia capital de los precedentes administrativos, que debieran constituir un elemento coadyuvante y no obstaculizante en los pronunciamientos de la Administración, la función de las disposiciones generales, y los aspectos sustantivos reseñados puntualmente en cuanto a deficiencia de fuentes, partiendo del conocimiento que el ordenamiento jurídico administrativo integra un sistema orgánico que tiene autonomía respecto de otras ramas del Derecho. 


			En esa misma línea, cabe resaltar el Título I de la Ley del Procedimiento Administrativo General relativo a la teoría general del acto administrativo, que ha contribuido notablemente en la actuación de la Administración Pública y en la defensa de los derechos de los administrados, a saber los requisitos de validez19 y causales de nulidad del acto administrativo, conservacióndel acto, revocación del acto, la eficacia de los actos administrativos; una mención especial en lo concerniente a la motivación del acto administrativo, que se relaciona con el contenido del principio del debido procedimiento20 previsto en el Título Preliminar de la ley, y que los tribunales administrativos al mismo tiempo, han contribuido en precisar la importancia de ello, a la luz de las sentencias del Tribunal Constitucional peruano.


			Uno de los aportes importantes en la LPAG, ha constituido la sección sobre el Procedimiento administrativo sancionador21, como uno de los procedimientos especiales junto al procedimiento trilateral. 


			En la sección sobre el procedimiento administrativo sancionador, se destaca la parte referida a los principios del procedimiento administrativo sancionador, con énfasis en las consideraciones de vinculatoriedad con la legislación especial, considerando por cierto, que en virtud del principio de tipicidad, se habilita que via reglamentaria se puedan establecer regímenes de infracciones y sanciones, instrumentos que podrían ser configurados alterando la esencia de los límites del ius puniendi del Estado, dada la flexibilidad de la reserva de ley via colaboración reglamentaria, así establecida en la ley. 


			En esa línea de fricciones, gran aporte constituye la sección de principios del procedimiento administrativo sancionador reconocidos en el artículo 248º, y particularmente, el artículo 247º que establece que los procedimientos especiales no pueden imponer condiciones menos favorables a los administrados, que las previstas en el capítulo previsto en la LPAG. Asimismo, en un claro perfil garantista, se establece en la misma disposición que, las disposiciones del capítulo disciplinan la facultad que se atribuye a cualquiera de las entidades para establecer infracciones administrativas y las consecuentes sanciones a los administrados; y que, si bien estas disposiciones se aplican con carácter supletorio – en virtud del principio de especialidad – a todos los procedimientos establecidos en leyes especiales, incluyendo los tributarios, se debe observar necesariamente los principios de la potestad sancionadora administrativa a que se refiere el artículo 248 de la LPAG, además de la estructura y garantías previstas en el capítulo que contiene normas comunes a los procedimientos administrativos especiales.


			Sin lugar a dudas, la LPAG establece con claridad y de modo expreso que: 1) En la creación de procedimientos adminsitrativos (legislación especial) a través de instrumentos normativos, previsiblemente via reglamentaria, y 2) En el ejercicio del ius puniendi en sede administrativa aplicado a casos concretos, las autoridades administrativas deberán considerar de manera obligatoria el standard garantista previsto en la LPAG.


			Otro aspecto que merece evaluar es la disposición concerniente a las eximentes de responsabilidad administrativa vinculada a la imposición de la sanción administrativa, en concreto, la causal relativa a la subsanación voluntaria22, conocida también como excusa absolutoria, aunque su relieve es aún inexacto, puesto que su inscripción en el mismo articulado que contiene a otros supuestos en que el elemento de atribución es distinto, no pareciera ser la mejor forma de presentar una institución jurídica que más bien ha generado una serie de reacciones en uno y otro sentido, que en esencia se resume en la (in)capacidad de las entidades administrativas de imponer la sanción, o en su caso, la exacerbada dificultad de cumplir con los tres requisitos que impone la ley, pero que por vía reglamentaria se desvirtúan, dejando a los administrados en una situación de mayor incertidumbre respecto de lo que representa el espíritu de la LPAG y la finalidad determinada por los cuerpos reglamentarios. Respecto del debate que suscitan los efectos prácticos en la dimensión de su aplicación, al parecer se encontraría en modus pendular, la debida satisfacción de mayor claridad de la norma raíz que propone la eximente de responsabilidad, lo cual considero, llevaría a una necesaria revisión del artículo 257º de la LPAG en una ulterior reforma legislativa de la LPAG, en la oportunidad que se establezca.


			Otro aspecto importante a considerar en el escenario de las recientes disposiciones administrativas que importan en la evolución del Derecho Administrativo en el Perú, constituyen las disposiciones sobre Gobierno Digital, que respecto de su ámbito de aplicación, refieren a las entidades comprendidas en el Artículo I del Título Preliminar de la LPAG. En primer lugar, se publica la Ley de Gobierno Digital mediante el Decreto Legislativo Nº 127223 en el año 2018, y posteriormente en el año 2020, a través del Decreto de Urgencia Nº 006-2020-PCM se crea el Sistema Nacional de Transformación Digital.24 Mediante Decreto Supremo N° 022-2017-PCM, se establece que la Secretaría de Gobierno Digital es el órgano de línea, con autoridad técnico normativa a nivel nacional, responsable de formular y proponer políticas nacionales y sectoriales, planes nacionales, normas, lineamientos y estrategias en materia de Informática y de Gobierno Electrónico, y ejerce la rectoría del Sistema Nacional de Informática.


			Por su parte, la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, Ley Nº 27584, que entró en vigencia hace dos décadas, encuentra su significado en tanto permite comprender la puesta a disposición de un cuerpo normativo que materialice el precepto constitucional de la revisión judicial de los actos administrativos, a saber el artículo 148º de la Constitución Política de 199325: “Acción contencioso-administrativa. Las resoluciones administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso-administrativa.” 


			El Derecho Administrativo es un derecho estatutario, que tiene como objeto específico la Administración Pública, que encarna el poder público constituido, y su actividad se encuentra regida por el principio de legalidad y la interdicción de la arbitrariedad. El principio de legalidad, a su vez encuentra su fundamento en el principio democrático, satisfaciendo histórica y constitucionalmente el reconocimiento de la voluntad de los intereses generales, consagrado en el artículo 45º de la Constitución Política de 199326. 


			La Administración Pública debe servir a los intereses generales, esa es su misión, y la justificación de su existencia, por lo que el Derecho Administrativo debe procurar establecer el marco legal necesario y suficiente para la satisfacción de los intereses generales,27 atribuyéndole potestades, pero estableciendo también los límites que significa dicha habilitación prevista por ley28, determinando un constructo de la cobertura legal concreta y delimitada de toda la actuación administrativa.


			La tutela de los intereses generales, permite que el Derecho Administrativo atribuya por tanto potestades para la consecusión de su misión, que identifica a la Administración Pública, la cual presenta una doble vertiente, es subjetivamente un poder, y objetivamente un ordenamiento, constituidos desde la norma fundamental29, es decir un sujeto de derecho, por un lado, y por otro, se identifica con una peculiar actividad que es un deber a la vez, a saber, la tutela de los intereses generales, adecuado al fin institucional específico de cada organización administrativa que forma parte de la Administración Pública.


			La Ley peruana que regula el proceso contencioso administrativo, Ley Nº 27584, establece que la acción contencioso administrativa tiene por finalidad el control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la Administración Pública sujetas al Derecho Administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados, siendo procedente plantear las siguientes pretensiones como objeto de dicha acción30: 1) La declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia de actos administrativos; 2) El reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente tutelado y la adopción de las medidas o actos necesarios para tales fines; 3) La declaración de contraria a derecho y el cese de una actuación material que no se sustente en acto administrativo; 4) Se ordene a la administración pública la realización de una determinada actuación a la que se encuentre obligada por mandato de la ley o en virtud de acto administrativo firme; 5) La indemnización por el daño causado con alguna actuación impugnable, conforme al artículo 238 de la Ley No 27444, siempre y cuando se plantee acumulativamente a alguna de las pretensiones anteriores. 


			El ordenamiento jurídico peruano ha previsto por tanto, un control de plena jurisdicción por parte de la magistratura, con un perfil garantista indiscutible, a través del cual el juez debería poder pronunciarse sobre cualquiera de los supuestos establecidos taxativamente en la ley. La evaluación de las pretensiones debería trascender a una mera revisión de los actuados en sede administrativa para la disposición de la nulidad de los actos de la Administración; pues, se entiende que la pretensión no solo obedece a la evaluación de los requisitos de validez y causales de nulidad del acto administrativo en cuestión configurando la afectación la situación jurídica del administrado, sino que el juez puede reconocer restablecer un derecho o interés jurídicamente tutelado, e incluso ordenar la adopción de actos y medidas necesasarias para la consecusión de dicho fin. 


			Por otro, lado cabe evaluar el supuesto sobre la pretensión de indemnización como expresión de la responsabilidad patrimonial extracontractual de la Administración sobre la situación jurídica del administrado. En este caso, la ley dispone que este pretensión debería plantearse acumulativamente a alguna de las otras pretensiones, previstas en la ley. Con ello, lo que está ocurriendo es que el diseño del proceso de tutela se ve afectado por el condicionamiento al que se ve enfrentado el demandante para poder acceder a la tutela de dicha pretensión, es decir desde la postulación y a la espera de los resultados que acontezca respecto de la pretensión principal. Este aspecto de interdependencia de las pretensiones ha generado serias reacciones sobre la limitada capacidad de actuación a la que se ve expuesto necesariamente el demandante en un proceso contencioso administrativo. Asimismo, cabe indicar que el demandante dificilmente podrá demandar la protección de su interés a través de un proceso constitucional de amparo, en el que no coresponde directamente discutir la responsabiliad patrimonial como objeto indemnizatorio relativo a la actuación de la Administración, debido a la naturaleza distinta del proceso constitucional previsto en la Constitución y en el Código Procesal Constitucional cuya finalidad sirve a la tutela de un derecho fundamental vulnerado. Tal y como está configurada la norma que especifica las pretensiones, en particular aquella que establece se pueda demandar la pretensión indemnizatoria (Art. 5, inc. 5) por responsabilidad de la Administración, tendría que ser objeto de reforma legislativa para su adecuación a la finalidad del proceso contencioso administrativo, pues limita de manera seria la garantía procesal en los aspectos patrimoniales.


			Otro aspecto que merece comentario, es el relativo a la actividad probatoria, establecida en el subcapítulo III31 de la ley, que indica que en el proceso contencioso administrativo, la actividad probatoria se restringe a las actuaciones recogidas en el procedimiento administrativo, salvo que se produzcan nuevos hechos o que se trate de hechos que hayan sido conocidos con posterioridad al inicio del proceso. Ello conduce a una concepción defectuosa de lo que corresponde a la finalidad del proceso contencioso administrativo, salvo los casos de excepción indicados. La restricción probatoria pone de manifiesto la limitada actividad probatoria en el proceso, circunscrita estrictamente a lo que la Administración Pública haya podido actuar durante el procedimiento administrativo. Cabe mencionar, que el articulado sobre la actividad probatoria, podría ser atendida por los jueces en una interpretación sistemática y teleológica que pemita entender que podrían ordenar de oficio32 la actuación de medios probatorios que consideren convenientes, lo cual queda en el escenario de la evaluación de sus decisiones. Al respecto, la disposición normativa tendría que ser objeto de revisión para una reforma ulterior que permita al juez llevar a cabo su labor, de lo contrario, daría la impresión que lo que se está disponiendo es acudir a una segunda instancia, asunto que contradice la norma constitucional, cual es la revisión judicial como instancia autónoma e independiente. 


			Ingresando al cierre de los breves comentarios y reflexiones sobre los dos cuerpos normativos, objeto de la Obra Conmemorativa, a saber, la Ley del Procedimiento Administrativo General, y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, es importante indicar que, ambos constituyen hitos importantes en el desarrollo del Derecho Administrativo, con un mensaje pedagógico, bajo un diseño normativo pionero en el ordenamiento jurídico, habiendo coadyuvado en una mejor gestión de los intereses generales a cargo de las entidades de la Administración Pública, por un lado, y por otro, habiendo concebido un marco de tutela judicial en el control jurídico de la actuación de la Administración, cuyo diseño normativo y garantista es perfectible, debiendo ser evaluados algunos aspectos que han sido reseñados en los párrafos anteriores.


			Resulta importante asimismo, advertir el desafío que representa la presencia de la tecnología en la actuación de la Administración Pública33, la incorporación de la inteligencia artificial en el quehacer económico y las actuaciones de la Administración Pública, las fricciones concomitantes en la implementación de respuestas estandarizadas, las implicancias del uso de algoritmos, cuestionamientos éticos, y otros aspectos propios de la transformación digital y la compleja lectura jurídica al momento de estimar regulaciones y creación de procedimientos, particularmente por la importancia de la relación con el ciudadano, en cuanto a sus derechos constitucionales y las garantías procesales.


			El Derecho debe construirse sobre la confianza y predictibilidad entendida en sentido lato como seguridad jurídica. La sociedad demanda de la Administración Pública cada vez, una respuesta que vaya acorde con las exigencias de la economía globalizada, y hoy en día, con los requerimientos que se presentan en el orden de las situaciones extremas como ha sido la crisis sanitaria a nivel global, y las medidas de prevención frente a la crisis climática, la crisis alimentaria, y una crisis sanitaria en sentido de alerta permanente. 


			Bajo estos comentarios, se proponen diversos aspectos de evaluación sobre las bases que tutelan los intereses generales ante las fuentes de incertidumbre y riesgos y ante la probabilidad de la reevaluación de las categorías jurídicas para precisar las garantías de los administrados y las potestades de la autoridad administrativa, reiterando que la razón de ser de la Administración Pública y del Derecho Administrativo es la tutela de los intereses generales, sin descuidar que el fin supremo del Estado es la persona, la dignidad de la persona humana.


			B. CONTENIDO DETALLADO DE LA OBRA CONMEMORATIVA


			La estructura detallada de la Obra Conmemorativa se ha diseñado manteniendo el orden de los cuerpos normativos que son materia de las diversas contribuciones de los autores nacionales y extranjeros. 


			En ese sentido, la obra comprende la presente Introducción, el Prólogo, la Sección de artículos presentada en dos partes, Parte I relativa a la Ley del Procedimiento Administrativo General, y Parte II relativa a la Ley que regula el Procedimiento Contencioso Administrativo, y una Sección Especial que comprende una Entrevista elaborada por la Coordinadora Académica.


			Prólogo 


			El Prólogo a cargo del profesor Jorge Danós Ordoñez, quien nos honra con su presencia en la Obra Conmemorativa, explica la génesis, evolución y desafíos que se presentan sobre la Ley del Procedimiento Administrativo General, y la Ley que regula el Procedimiento Contencioso Administrativo. Las reflexiones que comparte en el marco del 20º aniversario de ambas leyes, pone de manifiesto la importante contribución de la persona del Dr. Danós en el desarrollo del Derecho Administrativo y en la formación universitaria de la especialidad, en el Perú. 


			Parte I: Ley del Procedimiento Administrativo General


			El profesor Martin Eifert presenta el artículo “Digital Transformation of Public Administration and Administrative Law” [Digitale Transformation der öffentlichen Verwaltung und Verwaltungsrecht]. El autor realiza un extenso estudio detallado y transversal sobre el origen, desarrollo y desafíos actuales de la transformación digital en relación con la Administración Pública y el Derecho Administrativo, y destaca las características e implicancias de la tecnología digital y su relación con el ciudadano. En ese contexto, se examinan el derecho vigente y las perspectivas futuras, respectivamente, respecto de las relaciones internas y externas en la Administración digital y las decisiones y los pronunciamientos de la Administración, que utilizan la tecnología digital y la inteligencia artificial (IA). En lo que respecta a la IA, señala que se ha desarrollado un amplio debate sobre la necesidad y diversos enfoques de la regulación. El proyecto de Ley de Inteligencia Artificial de la Unión Europea es una primera aproximación legislativa, sin embargo todavía se están debatiendo muchas cuestiones, entre ellas, cuántos niveles de regulación deben preverse, si la clasificación del riesgo debe vincularse a la propia IA o al contexto de uso y, por último, qué medidas precisas deben preverse para cada riesgo. Las cuestiones abordadas en el estudio son de relevancia internacional, por lo que el autor presenta un análisis transversal con respuestas desde el Derecho alemán y el Derecho comunitario de la Unión Europea con referencias a Estados Unidos de América, y otros países; asimismo, realiza comentarios sobre la legislación peruana vigente en torno a la modernización del Estado, el gobierno digital, y en particular, las disposiciones de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444. Por último, en la importante contribución que realiza el Prof. Eifert manifiesta que, si bien la regulación es un escenario vibrante y controvertido, a la luz de las emergentes decisiones automatizadas de gran alcance y complejidad que utilizan la inteligencia artificial, el debate constitucional sobre ética y en particular, sobre la dignidad de la persona se ha intensificado recientemente de nuevo en Alemania, pero también en muchos otros países, como los EE.UU, recobrando tanto el marco constitucional como los principios generales del Derecho un primer plano. 


			El profesor Jose Antonio Tirado Barrera presenta el artículo “La tipificación de infracciones y sanciones mediante reglamento: una lectura constitucional de la potestad reglamentaria en materia sancionadora prevista en el artículo 248.4 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General” El artículo busca analizar el problema de la determinación del alcance del principio de legalidad en materia de sanciones administrativas, analizando si es constitucionalmente válido que una norma reglamentaria tipifique infracciones y sanciones administrativas y si el ejercicio de la potestad reglamentaria de las leyes pueda ser ejercido por otros sujetos distintos al Presidente de la República, cuya potestad se encuentra atribuida constitucionalmente. El autor realiza un análisis crítico bajo el estudio del derecho positivo y la jurisprudencia constitucional sobre los alcances de la reserva de ley en materia sancionadora que, habitualmente, ha sido interpretado como la exigencia de una necesaria y decisiva intervención de una norma con rango de ley (una ley parlamentaria o un decreto legislativo) para determinar que una cierta conducta deba ser considerada como una infracción administrativa y, correlativamente, imponer una sanción administrativa, como la respuesta punitiva ante el incumplimiento de la ley. Asimismo, realiza un análisis sobr las figuras de la colaboración reglamentaria y la remisión al reglamento como categorías contempladas en la Ley del Procedimiento Administrativo General.


			El profesor Orlando Vignolo Cueva presenta el artículo “Tres cuestiones de Derecho Sancionador peruano”. El autor señala que, han pasado dos décadas desde que el Derecho administrativo peruano tomó un nuevo rumbo científico y aplicativo. El autor se centra en el Derecho sancionador, y se propone analizar tres cuestiones sancionadoras, en en aras del urgente equilibrio entre potestad sancionadora, derechos y garantías de los administrados y la eficacia punitiva en pos de la protección de un sinnúmero de bienes jurídicos. Para ello, el autor destaca en el análisis sobre la Ley del Procedimiento Administrativo General, pero también disposiciones del proceso contencioso administrativo respecto del contol de la potestad sancioandora, sentencias del Tribunal Constitucional y referencias a la Convención Americana de Derechos Humanos en cuanto a garantías del procedimiento relativas al debido proceso en sede administrativa y los principios que tutelan la posición del administrado en su relación con la Administración Pública bajo el ius puniendi del Estado. Asimismo, precisa una postura crítica sobre los alcances de la reserva de ley y la colaboración reglamentaria, en particular en cuanto a lo que señala como un riesgo de deslegalización sancionadora masiva y antijurídica, pues podría terminar finalmente en la completa imposición reglamentaria de lo prohibido, y que demandaría un tratamiento puntual al respecto por parte del Tribunal Constitucional. 


			El profesor Víctor Hernández Mendible presenta el artículo “El acto y el procedimiento administrativo en el Estado Convencional”. Se precisa que, la convencionalización del Derecho Administrativo ha producido la ampliación del control que ejercen los órganos jurisdiccionales administrativos, extendiéndolo a la verificación de la sujeción de la actividad o inactividad administrativa, al corpus iuris o bloque de la convencionalidad. El artículo plantea los criterios que ha ido desarrollando la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y que deben ser tenidos como referencia tanto por la Administración Pública nacional como por las cortes de justicia, cuando actúan como autoridad convencional, a los fines de restablecer la vigencia del bloque de convencionalidad, en el supuesto que este sea ignorado al expedirse actos administrativos y de ser el caso, que se proceda a la reparación integral de las víctimas de violación de derechos humanos, por tales actos inconvencionales. El autor advierte que el control de convencionalidad multinivel evita cualquier posibilidad de laguna o vacío en el ejercicio del mismo, no existiendo así actividad o incluso inactividad de los órganos que ejercen el Poder Público en cada Estado, que escapen a este control y concretamente en el caso de la Administración Pública nacional.


			El profesor Jaime Rodríguez-Arana Muñoz presenta el artículo “Sobre la nulidad de oficio de los actos nulos en el Derecho peruano”. Se realiza un estudio sobre la teoría del acto administrativo en cuanto a su nulidad, anulabilidad y conservación del mismo, destaca para ello, el ordenamiento jurídico español y otros ordenamientos jurídicos, para realizar un ingreso directo al reconocimiento de las instituciones jurídicas del ordenamiento jurídico peruano, en particular, lo que dispone la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. El autor señala que, en la revisión de oficio de los actos administrativos encontramos una tensión entre autoridad y libertad, entre prerrogativa y garantía, cuyo punto de equilibrio habría que buscarse entre bases transaccionales en la protección objetiva del derecho, por un lado, y, por el otro, en el principio de seguridad jurídica, exigiendo una ponderación de los intereses en juego pues este principio hace posible a su vez los de equidad, buena fe, proporcionalidad, que serán aplicados en la operatividad de la propia revisión de oficio. Respecto de la declaratoria de nulidad de oficio, se debe valorar en la tensión entre el principio de legalidad y el principio de seguridad jurídica los principios de equidad, buena fe, justicia, audiencia del interesado y proporcionalidad que debe regir el ejercicio de la potestad excepcional de la de revisión de oficio y prevenir de un uso arbitrario, abusivo o desproporcionado del poder, bajo la vigencia de un Estado de Derecho.


			El profesor Eloy Espinosa-Saldaña Barrera presenta el artículo “La regulación de los actos administrativos en el Perú: una mirada sobre el particular”. El autor realiza una evolución histórica de las leyes reguladoras del acto administrativo en el Perú. Al inicio de la República, señala el autor, que al no existir, las nociones de acto y procedimiento administrativo, la actuación de la Administración pública fue dispersa y desordenada; no se contaba con una norma procedimental común que sirva a la Administración Pública en relación con los administrados. En ese escenario, el desamparo de los ciudadanos era evidente, y la deficiencia y el desorden normativo daba un amplio escenario a lo que hoy se entendería como abuso de poder o desviación de poder. El acto administrativo es un instrumento esencial dentro de la disciplina del Derecho Administrativo y la razón de ser del procedimiento administrativo. El autor realiza un estudio sobre las disposiciones de la Ley del Procedimiento Administrativo General relativas al acto administrativo, sus elementos, requisitos de validez, nulidad, y aspectos relativos a la subsanación y conservación del acto administrativo.


			El profesor David Blanquer presenta el artículo “Justicia y seguridad jurídica en materia de la responsabilidad patrimonial de la Administración”. El artículo aborda el estudio de la justicia conmutativa y la seguridad jurídica, que son los principales valores informadores del régimen jurídico de la responsabilidad patrimonial de la Administración. Si bien el derecho a la reparación integral es un derecho de configuración legal no impide ni excluye que los tribunales deban resolver cuestiones o situaciones que no han sido previstas por el legislador. La imputación, la relación de causalidad y el concepto técnico-jurídico de lesión son los tres pilares básicos en la construcción de la responsabilidad patrimonial. Los elementos esenciales de esos pilares deben ser suficientemente establecidos por el legislador. Los tribunales pueden precisar y concretar esos elementos esenciales, sin embargo, no pueden sustituir al legislador con arreglo a la teoría alemana de la esencialidad (“Wesentlichkeistheorie”). Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha destacado la importancia práctica de la suficiente densidad normativa o el adecuado estándar de calidad de las leyes, requisito exigible cuando los poderes públicos quieren restringir los derechos constitucionales de los ciudadanos, o de admitir sobre ellos injerencias de la Administración pública.


			El profesor Alberto Castro Barriga presenta el artículo “El Análisis de Calidad Regulatoria (ACR) y la Eliminación de Barreras Burocráticas (EBB) como instrumentos de control de la calidad de los procedimientos administrativos” El procedimiento administrativo es un elemento fundamental del Derecho Administrativo contemporáneo. Sin embargo, las transformaciones que han experimentado las distintas formas de la actividad administrativa y la exigencia de calidad en las actuaciones gubernamentales hacen que las formas tradicionales en que este es regulado sean insuficientes. El autor señala que el ordenamiento jurídico peruano ha innovado con la creación de dos instrumentos que contribuyen a la calidad de los procedimientos administrativos: el Análisis de Calidad Regulatoria (ACR) y el procedimiento de Eliminación de Barreras Burocráticas (EBB) con implicancias en el fortalecimiento de los esfuerzos por mejorar el ambiente normativo y la implementación de una política regulatoria en el país. El artículo analiza la relación entre el ACR y el EBB como instrumentos de control de la calidad de procedimientos administrativos y, en esa medida, su impacto en la teoría del procedimiento administrativo. 


			La profesora Sara Arobes Escobar presenta el artículo sobre “El sistema de modernización de la gestión pública y la reforma de calidad regulatoria”. Precisa que, la mejora de la Calidad Regulatoria es una práctica que viene siendo aplicada hace más de veinte años, principalmente en países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, OCDE, sin embargo, en el caso del Perú, su introducción es reciente, particularmente, a partir del Estudio llevado a cabo por la OCDE sobre la Política Regulatoria en el Perú publicado el año 2016. Con ello, se da inicio a un proceso de orden legislativo de reformas necesarias para incorporar y adecuar los principios, instrumentos y buenas prácticas regulatorias en la Administración pública peruana vigentes a esa fecha. En el artículo se explica el desarrollo de la reformas llevadas a cabo, desde los conceptos generales y buenas prácticas internacionales hasta la incorporación de la Calidad Regulatoria en el Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión Pública, los principales instrumentos, el ecosistema de la calidad regulatoria y las incorporaciones y modificaciones realizadas a la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 


			El profesor Alejandro Moscol Salinas presenta el artículo “Reflexiones respecto de los precedentes de observancia obligatoria”. El precedente administrativo de observancia obligatoria ha sido estudiado en la doctrina de Derecho Administrativo a partir de su origen como acto administrativo y su consideración como fuente del procedimiento administrativo cuando establecen criterios interpretativos de alcance general. En el artículo se presentan tres reflexiones respecto de los precedentes administrativos de observancia obligatoria que enfatizan en su tratamiento legislativo, la importancia de los criterios interpretativos con alcance general, así como su vinculación con los principios del procedimiento administrativo, como el principio de predictibilidad o de confianza legítima, y el derecho a obtener un pronunciamiento de la autoridad competente en un plazo razonable, como parte del contenido del principio del debido procedimiento. Asimismo, se presentan reflexiones en torno a casos de precedentes emitidos por tribunales administrativos, que se apartan de la regla general establecida en la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.


			La profesora Tania Zúñiga Fernández presenta el artículo “El Procedimiento de Eliminación de Barreras Burocráticas en el marco de la Modernización de la Gestión Pública en el Perú: Análisis y reflexiones sobre su finalidad en un Estado unitario y descentralizado”. Se realiza un estudio sobre el procedimiento especial de eliminación de barreras burocráticas enmarcado en el proceso de modernización de la gestión pública y la política permanente de simplificación administrativa, considerando la finalidad concebida en la tutela de libre iniciativa privada y la libertad de empresa en el funcionamiento del mercado frente a la actuación de las Administración Pública, cuyos antecedentes datan desde los orígenes de las reformas económicas de la década de los noventa. Al respecto, se destaca el cambio de paradigma a un Estado facilitador y vigilante, ejerciendo un rol subsidiario en la actividad económica y empresarial en una economía social de mercado. Asimismo, la autora realiza una instrospección en la simplificación administrativa y modernización del Estado hasta el advenimiento de un nuevo paradigma de la gobernanza regulatoria a través de la calidad regulatoria, en un Estado unitario y descentralizado según la Constitución de 1993, con referencias diversas normas legales y reglamentarias sobre modernización, simplifiación y calidad regualtoria, en particular la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General y el Decreto Legislativo Nº 1256, Ley sobre prevención y eliminación de barreras burocráticas. El régimen de barreras burocráticas ha alcanzado a la fecha un avance importante en cuanto a sus efectos en la declaración de ilegalidad sobre una exigencia o requisito con efectos generales, erga omnes respecto de los efectos de la resolución administrativa que así lo declare, sea que el procedimiento haya iniciado de oficio o a solicitud de parte. Ello contribuye en la calidad regulatoria de los procedimientos administrativos en el marco de una gobernanza regulatoria completa. Actualmente, los marcos legales sobre el análisis de impacto regulatorio y el régimen de barreras burocráticas se complementan configurando un círculo virtuoso de control de la potestad normativa de las entidades de la Administración Pública en el marco de la regulación al servicio del ciudadano y de una eficaz modernización de la gestión pública. La autora concluye, considerando lecciones aprendidas y experiencias adquiridas a lo largo de su vigencia, el actual régimen de prevención y eliminación de barreras burocráticas constituye un instrumento que permite evaluar el cumplimiento de los principios de simplificación administrativa y el principio de legalidad en un Estado democrático, unitario y descentralizado, y al mismo tiempo, contribuye en el bienestar económico, considerando la protección de libertades económicas y principios claves para el funcionamiento del mercado, en la tutela de las garantías procesales y el interés general. 


			Parte II: Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo


			La segunda Parte de la Obra Conmemorativa que comprende las contribuciones, aportes y reflexiones sobre el proceso contencioso administrativo, se presentan diversos artículos que dirigen el análisis concretamente sobre la Ley que regula el proceso contencios administrativo del Perú, así como en el espectro iberoamericano de los ordenamientos que regulan el proceso contencioso administrativo, bajo consideraciones constitucionales y también convencionales del orden internacional y de los derechos humanos, con significativos estudios de las instituciones jurídico administrativas y jurídico procesales empleándose para ello la perspectiva del derecho comparado. 


			El profesor Allan Brewer-Carías presenta el artículo titulado “La progresiva ampliación del objeto del proceso contencioso administrativo contra los actos administrativos en América Latina”, abordando el estudio de determinados ordenamientos jurídicos latinoamericanos correspondientes a Argentina, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay, Venezuela, y referencias al ordenamiento jurídico español. El estudio se pronuncia sobre la progresiva ampliación del control que vienen ejerciendo los órganos de las jurisdicciones contencioso administrativas en América Latina, con respecto a todos los actos administrativos, sin exclusiones, realizando un deslinde respecto de los “actos de gobierno;” la impugnación de los actos administrativos tanto de efectos generales como de efectos particulares, así como la impugnación de los actos administrativos cualquiera que sea el vicio de contrariedad al derecho, inconstitucionalidad o de ilegalidad.


			La Profesora Alejandra Boto Álvarez presenta el artículo “Justificación y efectos de la doctrina de los actos propios en la jurisdicción contencioso administrativa: una visión de Derecho comparado”, en el cual, partiendo del sentido y alcance de la doctrina de los actos propios, cuyos orígenes se remontan al Derecho romano y su recepción medieval, plantea dos preguntas de investigación, a saber, su justificación y efectos en el Derecho global, por un lado, y por otro, sus implicancias en el Derecho Administrativo para solventar problemas concretos. Para ello toma en cuenta la perspectiva de Derecho comparado, en particular, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, los más altos tribunales europeos, Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, asi como la configuración dogmática de diferentes ordenamientos y tradiciones, civilistas y de common law, latinoamericanos y europeos, con especial referencia al contexto peruano.


			El profesor Fernando Castañeda Portocarrero presenta el artículo sobre “La legitimidad para obrar en el proceso contencioso administrativo”, a apartir del cual comparte sus reflexiones sobre los supuestos de la legitimidad para obrar en el proceso contencioso administrativo peruano. Señala que el actual diseño del contencioso administrativo en el Perú se caracteriza por ser un proceso con reconocimiento constitucional, con un cuerpo normativo especial, y que por su importancia para el Estado de derecho ha sido diseñado como un proceso de plena jurisdicción, que exige la especialización de los sujetos que interactúan en la relación jurídico procesal. Asimismo, llega a la conclusión de que no hay claridad sobre si la normatividad vigente peruana refleja la tesis de la afirmación de la titularidad como una condición para una relación jurídica procesal válida o para una sentencia de fondo. Explica que no hay duda que el ordenamiento nacional se aleja de la postura de la afirmación y prueba de la titularidad como una condición para una sentencia de fondo estimatoria. 


			La profesora Karla Vilela Carbajal presenta el artículo “La prueba de oficio en el proceso contencioso administrativo”, bajo un análisis que se sirve del método deductivo y el estudio de la doctrina, la legislación y la jurisprudencia. Señala que para la evaluación de la prueba de oficio debe considerarse el principio de la tutela judicial efectiva, fundado en la Constitución, el principio dispositivo y de aportación de parte reconocido en el Código Procesal Civil con matices, así como los principios procesales del Derecho Administrativo, previstos en la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, tales como el principio de impulso de oficio y el principio de verdad material. Asimismo, el artículo realiza una evaluación de los Plenos Casatorios en la evaluación de la materia, llegando a la conclusión que la incorporación de la prueba de oficio, no debe considerarse como una facultad excepcional sino en un deber del juez, dado que el fin del proceso contencioso administrativo tiene una finalidad pública, la cual es otorgar tutela judicial efectiva a las partes y satisfacer el interés público.


			El magistrado Ricardo Vinatea Medina presenta el artículo “La pretensión de indemnización por daños en el proceso contencioso administrativo”. El tema de la indemnización de daños y perjuicios ocasionados por los actos o actuaciones de la administración o servicios públicos que presta, alcanza relevancia para los administrados por la posibilidad de resarcimiento debido a las afectaciones o vulneraciones de sus derechos por el ejercicio abusivo o excesivo del poder. En ese sentido, aborda de manera crítica la condición de acumulación de pretensiones para efectos de presentar la pretensión de indemnización, que la normativa la identifica como subordinada. La responsabilidad patrimonial de la Administración Pública reúne presupuestos que abonan como derecho sustantivo de la indemnización por daño derivado del acto administrativo, distinto del Derecho Civil. Para ello, el autor realiza un análisis de las disposiciones normativas de la Ley que regula el proceso contencioso administrativos, del Código Civil y del Código Procesal Civil.


			El profesor Guillermo Chang Chuyes presenta el artículo “Naturaleza del proceso contencioso administrativo”. Parte el análisis del problema del riesgo del abuso de poder. Para ello aborda los orígnes de la institución, y explica las tres bases que le dan marco al contencioso administrativo: fin del estado, estado de derecho y separación de poderes, señalando que poder público está por naturaleza teleologizado en la protección del interés general. Concluye, que es importante volver a pensar la finalidad del Estado y de sus actuaciones para recordar el fin propio de la Administración pública, de conformidad con el marco interpretativo del uso del poder: la primacía de la persona, reconocido en el artículo 1º de la Constitución Política del Perú. Además, se pronuncia por la cláusula del Estado de derecho, por la cual se exige que las decisiones sean razonables y se adecúen a las formalidades que establece el ordenamiento jurídico, por lo que corresponde al Poder Judicial evaluar en el proceso contencioso administrativo.


			El profesor Miguel Ángel Torrealba Sánchez presenta el artículo “La ejecución de la sentencia en el proceso administrativo desde la perspectiva iberoamericana”. El autor señala que el derecho a la tutela jurisdiccional despliega sus efectos con la plena efectividad de los pronunciamientos; de allí que dentro de la función jurisdiccional se incluye la actividad judicial destinada a “juzgar y ejecutar lo juzgado”, también en el orden contencioso-administrativo, asunto que se encuentra comprendido en los marcos constitucionales y convencionales sobre derechos humanos. En el análisis aborda los ordenamientos jurídicos de Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Perú, Venezuela, y España. El autor recomienda la revisión de la ley peruana que regula el proceso contencioso, y profundizar en los instrumentos normativos destinados a facilitar la ejecución integral de las sentencias de diversos tipos frente a la Administración Pública, y dentro de ellas, a las sentencias condenatorias, en sus múltiples modalidades. 


			La profesora María Elena Guerra-Cerrón presenta el artículo “La vulnerabilidad de la ejecutoriedad de los actos administrativos y la tutela cautelar”. Considerando que la tutela jurisdiccional no sería efectiva si no contara con un sistema de protección cautelar eficiente, la autora indica que la tutela cautelar es trascendente, ya que se puede garantizar la realización de los derechos sustantivos de los administrados-justiciables. El Código Procesal Civil, por su carácter supletorio, completa la regulación del ordenamiento procesal cautelar, sin embargo, es indispensable conocer las condiciones y presupuestos especiales para su procedencia. En el estudio que se realiza, la autora destaca, que en la labor cognitiva del juez, el prejuzgamiento tiene un enfoque cualitativo de alcance descriptivo, y concluye que el carácter instrumental de las medidas cautelares torna vulnerable a la Administración Pública, al neutralizar el principio de presunción de legalidad y el principio de ejecutoriedad de sus actos, incluyendo la obligación temporalmente que se realice una determinada actuación de la Administración Pública.


			El profesor Antonio Ezquerra Huerva presenta el artículo “El infortunio jurisprudencial de la impugnación de convocatorias de empleo público en el Derecho español”. El autor señala que el trabajo obedece a un doble objetivo, por un lado, se aspira a dar a conocer al jurista no español algunos de los aspectos esenciales de la doble vía de oposición procesal en el marco de las convocatorias de empleo público. Al respecto, el “mecanismo ordinario”, el cual consiste en recurrir la convocatoria de que se trate con arreglo al régimen general de impugnación de los actos administrativos; y el otro, de marcado carácter excepcional, a través de la alegación del vicio de nulidad de la convocatoria en el recurso interpuesto contra la resolución de nombramiento. Asimismo, realiza una reflexión crítica acerca de un reciente planteamiento del Tribunal Supremo, según el cual la falta de impugnación de los actos de aplicación de la convocatoria de empleo público implica la pérdida sobrevenida del objeto del recurso interpuesto contra la misma. 


			El profesor Dante Mendoza Antonioli presenta el artículo “¿Temeridad o inconstitucionalidad? El precedente administrativo como barrera de acceso al contencioso administrativo: El caso de los disciplinarios”. El autor realiza un estudio sobre las implicancias jurídicas de disposiciones del actual Reglamento del Tribunal del Servicio Civil, que viola el principio de legalidad, y vulnera el legítimo derecho de defensa en sede administrativa, constituyendo a su vez un impedimento para la acción contenciosa administrativa relativo al agotamiento de la vía administrativa. El Reglamento ha establecido que constituye una “apelación temeraria” la impugnación que se realice de un acto de primera instancia (que impone una sanción de suspensión o destitución a un servidor público), si ésta se sustenta en un criterio distinto al que el propio Tribunal haya establecido en un precedente de observancia obligatoria. La apelación temeraria es sancionada con el inicio de un nuevo procedimiento disciplinario-sancionador. El autor concluye que, tales disposiciones reglamentarias limitan de manera sustancial el derecho constitucional a la tutela jurisdiccional efectiva, contraviniendo la Constitución y el espíritu y letra de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.


			Sección Especial: Entrevista 


			En esta Sección Especial de la Obra Conmemorativa se presenta la entrevista que elaboró y realizó la profesora Dra. Tania Zúñiga Fernández, Coordinadora Académica de la obra, dirigida al Dr. Jorge Danós Ordoñez, ambos profesores de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú.


			La estructura de la entrevista diseñada por la Dra. Zúñiga permite que el lector pueda introducirse en el conocimiento de los aspectos medulares de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444 y la Ley del Proceso Contencioso Administrativo, Ley Nº 27584, advirtiendo reflexiones que nos trasmite el Dr. Danos, destacando el rol significativo de su contribución en la evolución del Derecho Administrativo en el Perú, a partir de su participación en la génesis de los cuerpos normativos, y su experiencia respecto de las consecuencias de la implementación. 


			Asimismo, en la entrevista, se formulan preguntas sobre los desafíos y retos que se proponen en el orden jurídico administrativo en el contexto jurídico constitucional y convencional.


			La Dra. Zúñiga, autora de esta entrevista, creó una sección de preguntas dedicada a la importante reflexión sobre la formación académica universitaria de los estudiantes en el área del Derecho Administrativo, a fin de reflexionar sobre la importante y dedicada labor que realizan los profesores en la formación de los estudiantes en las Facultades de Derecho, y el fomento de la investigación por parte de los estudiantes, particularmente, en el área del Derecho Administrativo.


			Palabras de cierre


			Finalmente, habiendo descrito la génesis y la finalidad de la Obra Conmemorativa, y explicado con detalle el contenido de la obra en las secciones correspondientes relativas a las contribuciones académicas de los distinguidos profesores nacionales y extranjeros, que participan en esta obra colectiva, me gustaría pasar al cierre de la Introducción con unas palabras finales que motivan el momento solemne de la conclusión de una actividad académica, que me enorgullece especialmente por los logros alcanzados.


			En primer lugar, reiterar mi sincero agradecimiento al Círculo de Derecho Administrativo, asociación de estudiantes de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, por el honor de haber asumido la Coordinación Académica y dirigido la Obra Conmemorativa por el 20º aniversario de la entrada en vigencia de la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, y expresarles a cada una de las personas que trabajaron estrechamente en el proceso de gestación y seguimiento, referidas en la primeras páginas de la presente Introducción, y a todas aquellas personas que de una u otra forma apoyaron el desarrollo de la obra.


			Muy especialmente, me gustaría realizar un especial reconocimiento y agradecimiento a todos los colegas profesores nacionales y extranjeros que participaron en esta importante obra colectiva, por su interés en contribuir en el desarrollo de la cultura jurídica en el Perú, desde la perspectiva de sus experiencias y conocimientos, que ennoblece la labor académica. En particular, me gustaría agradecer a cada uno de los profesores que desde el momento de la invitación no dudaron en aceptar formar parte de esta obra, estableciéndose un lazo a lo largo de los meses transcurridos, muchos de ellos, y bajo las condiciones y dificultades propias de la crisis sanitaria en el contexto de la pandemia, habiendo realizado importantes esfuerzos por presentar sus respectivas contribuciones.


			Es importante hacer propicia la ocasión para expresar mi reconocimiento a la Facultad de Derecho de nuestra casa de estudios por fortalecer los espacios con el soporte académico institucional a las asociaciones de estudiantes, en el fomento de la investigación y actividades académicas. que constituyen un valioso aporte a la comunidad académica en nuestro país.


			Con especial devoción, los profesores siempre estaremos a disposición de nuestros alumnos para guiarlos y apoyarlos en sus proyectos y actividades académicas, que nos permiten a la vez, concretar el efecto multiplicador de la docencia y la formación académica que realizamos los profesores, trascendiendo claramente el espacio de las aulas de clase. 


			La Obra Conmemorativa ha sido una experiencia magnífica y fructífera, lo cual nos alienta y nos motiva a seguir en la labor académica, y en especial, a todos quienes nos sentimos altamente apasionados por el Derecho.


			Por ello, me gustaría compartir conjuntamente con el Círculo de Derecho Administrativo con orgullo y alegría la satisfacción de presentar a la comunidad jurídica la Obra Conmemorativa, en el marco del 20º aniversario de la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo.


			Lima, marzo del 2022
Prof. Dr. Tania Zúñiga Fernández


			Coordinadora Académica de la Obra Conmemorativa
Facultad de Derecho
Pontificia Universidad Católica del Perú
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			EL IMPACTO DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL Y DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL PERÚ 20 AÑOS DESPUÉS


			Jorge Danós Ordóñez1


			Tengo por objeto reseñar el impacto que ha significado la entrada en vigencia hace dos décadas (20 años) de dos leyes capitales en la configuración legal de los ejes centrales del ordenamiento jurídico – administrativo peruano, en el funcionamiento de la administración pública y en el impulso para el estudio dogmático de la disciplina del Derecho Administrativo, nos referimos a la Ley de Procedimiento Administrativo General y a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo. 


			El Derecho Administrativo peruano ha sido tradicionalmente un derecho legislado, a diferencia del Derecho Administrativo Francés en su génesis creado por la jurisprudencia del Consejo de Estado2, o el de otros países en los que la jurisprudencia encargada de resolver las distintas controversias con la administración pública ha cumplido un rol importante al consagrar principios, reglas que encauzan el actuar de la administración, principalmente en ausencia o en defecto de normas legales sobre la materia, o adelantándose a la legislación administrativa de desarrollo3, en el Perú por el contrario la jurisprudencia casi no ha proporcionado aportes, ni en calidad y menos en cantidad, que puedan considerarse relevantes para solucionar los diferentes problemas jurídicos relacionados con las administración, que trasciendan más allá de las controversias puntuales sometidas a su conocimiento, por tanto ha sido la legislación positiva la que ha marcado significativamente los derroteros para el funcionamiento de la administración pública, en especial en sus relaciones con los privados destinatarios de su actuación. 


			I.	LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL 


			La primera regulación de un procedimiento administrativo en el Perú que no estuvo exclusivamente destinado para una materia administrativa específica o sectorial, sino por el contrario se dictó para que fuera aplicado por todas las entidades de la administración pública peruana cualquier fuera su ámbito de competencia4, fue aprobada en el año 1967 mediante una norma reglamentaria, el Decreto Supremo N° 006-SC con el Título de Reglamento de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, norma que tomó como referencia a la Ley de Procedimiento Administrativo Española de 1958, pero que en nuestro medio cumplió el importante rol de establecer un mínimo común denominador para el ejercicio de sus competencias por parte de la administración pública peruana, consagrando un conjunto de instituciones administrativas que sirvieron para ir formando progresivamente las bases o fundamentos, aunque todavía de manera muy incipiente, de la parte general del ordenamiento jurídico administrativo en el Perú. 


			La citada normativa procedimental administrativa aunque fue elaborada con el objetivo de ser aprobada por una ley, fue dictada como norma reglamentaria porque el Gobierno que la elaboró no tenía confianza en que el Parlamento de entonces fuera receptivo a la propuesta debido a que no contaba con una mayoría parlamentaria que lo respaldara y por eso prefirió aprobarlo con el carácter de un reglamento autónomo para regir la actuación de la administración pública en el Perú, pero en el año 1992 fue elevado a rango de Ley en virtud de una dispositivo legal dictado por el Gobierno que regía los destinos del país ese año. 


			Sin embargo, durante la vigencia del citado reglamento las principales modificaciones al régimen general del procedimiento administrativo en el Perú compartieron las siguientes características: i) se realizaron a través de leyes y sus respectivos reglamentos que no alteraron ni se incorporaron formalmente el texto del referido reglamento, porque más bien coexistieron simultáneamente complementando la regulación general del procedimiento administrativo, y ii) fueron dispositivos legales aprobados con una fuerte impronta de simplificación administrativa y de reducción de cargas y trabas burocráticas para facilitar la inversión privada. 


			Tal fue el caso de la Ley N° 25035 de 1989, significativamente denominada Ley de Simplificación Administrativa, que consagró los principios de presunción de veracidad, eliminación de exigencias formales y costosas y de desconcentración de procesos decisorios, además de que su reglamento dispuso prácticamente generalizar la aplicación del silencio administrativo positivo, hasta entonces casi desconocido en el Perú, y también el caso del Decreto Legislativo N° 757 de 1991, denominado Ley Marco para el Crecimiento de la Inversión Privada, que contenía un Capítulo con el título también revelador dedicado a “…la eliminación de las restricciones administrativas a la inversión”, estableciendo que la información básica sobre todos los procedimientos administrativos iniciados a pedido de parte (excluyendo a los procedimientos de oficio) deberían ser compilados por cada una de las entidades administrativas competentes para tramitarlos en un documento de gestión institucional denominado Texto Único de Procedimiento Administrativo o TUPA, en el cual cada uno de los procedimientos administrativos de su competencia tenía que ser clasificado alternativamente como : i) procedimiento de aprobación automática, mediante el cual el solicitante obtiene lo pedido con la sola presentación de su solicitud ante la administración, o en su defecto ii) como procedimiento administrativo de evaluación previa, modalidad en la cual la administración tenía por regla general un plazo de 30 días hábiles para resolver, a cuyo vencimiento el referido TUPA, debería subclasificar los referidos procedimientos de evaluación previa, como a) procedimientos sujetos al silencio administrativo positivo o b) como procedimientos en los que el interesado puede invocar el silencio administrativo negativo. 


			Sin lugar a dudas la experiencia práctica demostraba que un marco legal compuesto por una tetralogía de leyes no constituía la técnica legislativa más idónea para regular el procedimiento administrativo de carácter general en el Perú, porque dificultaba su conocimiento, comprensión y cumplimiento por parte de la administración pública y de los particulares destinatarios de la actividad administrativa. 


			Esa fue la razón por la cual en el año 1997 el Ministerio de Justicia designó una Comisión para elaborar el anteproyecto de una nueva ley de procedimiento administrativo, cuyo texto fuera posteriormente aprobado por el Congreso de la República en octubre del año 2001 mediante la ley N° 27444 con el título de Ley de Procedimiento Administrativo General (en adelante LPAG). 


			Desde su entrada en vigencia hace algo más de 20 años el impacto de la LPAG en el ordenamiento administrativo peruano ha sido significativo, al punto que hay autores que señalan que se puede afirmar que existe un antes y después en el desarrollo de la disciplina en el Perú5. 


			La constitucionalización del procedimiento administrativo 


			Uno de los principales logros de la LPAG fue potenciar la constitucionalización de la legislación del procedimiento administrativo que se evidencia en los siguientes aspectos: 


			• La consagración de principios del procedimiento administrativo de evidente origen y fundamento constitucional (principios de legalidad, debido procedimiento, razonabilidad, confianza legítima, ejercicio legítimo del poder, acceso permanente, entre otros).


			• La regulación de un procedimiento administrativo que no fue diseñado desde la exclusiva perspectiva de la administración, es decir para su entera comodidad, como sucede marcadamente en el Perú con otros cuerpos legales administrativos, sino un procedimiento que a la par que le otorgase a la administración prerrogativas exorbitantes (presunción de veracidad de los actos administrativos, potestad de declarar la nulidad de sus propios actos, autotutela ejecutiva, etc.) para facilitar la eficacia de la actuación administrativa que necesariamente debe estar orientada a la realización de los intereses generales de la colectividad, también consagrase garantías para el respecto de los derechos de las personas destinatarias de la actividad administrativa, con el objeto de conseguir un equilibrio armónico entre el ejercicio de potestades administrativas y las garantías de las personas. 


			• El establecimiento de reglas generales para el ejercicio de una potestad administrativa tan potente como es la sancionadora, mediante la consagración de principios específicos racionalizadores de la citada potestad también esencialmente de inspiración constitucional (además de los principios de legalidad, debido procedimiento y razonabilidad, los principios de irretroactividad, causalidad, presunción de licitud, culpabilidad y non bis in ídem, entre otros) y reglas básicas de procedimiento para la aplicación de la citada potestad sancionadora con el deliberado objetivo de garantizar los derechos de las personas que eventualmente son procesadas. 


			A diferencia de las leyes de otros países que regulan un procedimiento administrativo como una suerte de mera antesala, casi una etapa previa al proceso judicial contencioso administrativo, bajo la premisa que este último es la vía por excelencia al cual los afectados por alguna actuación administrativa deberían acudir para encontrar justicia y conseguir el restablecimiento de sus derechos, por el contrario la LPAG fue diseñada para que la administración pública cuente con los medios jurídicos necesarios para ejercer sus competencias pero actuando siempre con respeto de los derechos de los privados, potenciándose en la misma sede administrativa la garantía de los derechos de las personas, sin perjuicio de su derecho constitucional para acceder a la tutela judicial efectiva mediante el proceso contencioso administrativo6.  


			La LPAG al hacer aplicable en sede administrativa principios de carácter constitucional que vinculan a todos los poderes del Estado y que constituyen reconocidos derechos de las personas, ha tenido un impacto que no se circunscribe únicamente a los casos en que la administración aplica en estricto el régimen de la misma LPAG, porque los citados principios del procedimiento administrativo han experimentado una proyección mucho mayor como referentes necesarios y vinculantes para la tramitación de todo tipo de procedimientos administrativos en el Perú, es decir rigiendo incluso los procedimientos regulados por marcos legales sectoriales o especiales. 


			Tres factores han contribuido para que la proyección de la LPAG en materia de principios del procedimiento administrativo haya tenido un alcance real más allá de su propio ámbito de aplicación, convirtiéndose en parte fundamental del acervo común administrativo:


			• Como ya se dijo se trata de principios que en su gran mayoría tienen fundamento Constitucional, conforme lo ha confirmado la jurisprudencia posterior del Tribunal Constitucional. La LPAG contribuyó a facilitar y extender su aplicación por parte de la administración pública al explicitar a nivel legal su contenido y alcances, además de empoderar a los privados para exigir su aplicación en los procedimientos administrativos en los que tienen la calidad de parte. 


			• A pesar de las situaciones en que por mandato legal se apliquen regímenes de procedimiento administrativo sectoriales o especiales, es práctica común para los privados y también para los propios funcionarios públicos familiarizados con el régimen de la LPAG, demandar la aplicación de los principios del procedimiento administrativo de la citada norma que por su carácter de ley general es de aplicación supletoria incluso tratándose de procedimientos administrativos sectoriales, siempre que no entren en contradicción con normas especiales7.


			• Por otro lado la conversión de la LPAG de constituir una norma general que reduce su rol a solo ser aplicada supletoriamente siempre que no exista una norma especial, para ser en la actualidad una ley que aunque continúa teniendo carácter general, contiene “normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado”, que deberían prevalecer incluso respecto de normas especiales las que “no podrán imponer condiciones menos favorables a los administrados “ que las previstas en la LPAG, potencia el rol de los principios del procedimiento administrativo como indudables normas comunes aplicables a todos los procedimientos administrativos, incluidos los especiales. 


			La LPAG no fue diseñada para ser aplicada en base a criterios rígidos y formalistas por parte de la administración pública8, como si el procedimiento administrativo se redujera a ser una mera secuencia de actuaciones que la administración debe cumplir mecánicamente para producir finalmente una resolución administrativa. Por esa razón tampoco participa del carácter reglamentarista que sí padecen otros cuerpos legales de nuestro ordenamiento jurídico administrativo. 


			Puede afirmarse que los dos ejes centrales de la LPAG han sido: i) coadyuvar a la eficacia en el funcionamiento de la administración pública, ii) de la mano con un fuerte sesgo garantista de los derechos de las personas, procurando el equilibrio entre ambos. La LPAG regula un modelo general de procedimiento administrativo que tiene un diseño flexible, funcional, susceptible de adaptarse a las múltiples materias o campos en los que la administración ejerce sus competencias. Propugna una administración pública que debe orientar su actuación hacia la realización de los intereses generales, públicos o de la colectividad y no meramente asentada en el cumplimiento formalista de trámites, huérfana de todo sentido teleológico, que haría de la misma una organización desorientada a la hora de adoptar sus decisiones e incapaz de cumplir los cometidos que el ordenamiento jurídico y la sociedad le demandan. 


			El establecimiento de un régimen general de simplificación administrativa


			Al integrar en su estructura las normas de simplificación administrativa preexistentes para codificarlas y modernizarlas con el objeto de facilitar su cumplimiento, la LPAG ha contribuido para que se dé un paso adelante y se configure a la referida simplificación administrativa no sólo como un principio rector implícito que constituye una obligación permanente e indispensable de la administración pública en el Perú, orientada a lograr que el procedimiento administrativo sea lo más simple posible en su configuración normativa y en su aplicación práctica, sino adicionalmente como un verdadero derecho subjetivo que los privados están legalmente habilitados para exigir en sus relaciones con la administración. 


			Al respecto es importante valorar que el conjunto de técnicas, instrumentos y criterios de simplificación procedimental contenidas en la LPAG son normas que tampoco se restringen al ámbito específico de dicho cuerpo legal, porque por el contrario se proyectan respecto de todos los procedimientos administrativos, incluidos los sectoriales o especiales, en tal sentido establecen reglas para reducir las cargas administrativas, es decir impedir que la administración exija documentos o trámites innecesarios con el fin de economizar tiempo y ahorrar costos, además de establecer parámetros para procurar la agilización y racionalización de todo procedimiento administrativo. 


			En el Perú la simplificación de los procedimientos administrativos regulada por la LPAG para corregir la innata tentación de la administración pública de recurrir al “papeleo” o a la “tramitología” burocrática cumple varios objetivos:


			• Propender a la mejora en el funcionamiento de la administración pública, para que pueda funcionar de manera más ágil y eficiente, sin dilaciones, ni distrayéndose innecesariamente en la verificación del cumplimiento de requisitos superfluos que no contribuyen a su función de protección y realización de los intereses generales o de la colectividad a su cargo; 


			• Suprimir trabas que restringen el acceso de las personas a la administración pública, afectando gravemente la tutela y el reconocimiento de sus derechos. 


			• Que no se obstaculicen las actividades económicas, mediante el establecimiento de exigencias, trámites y costos que no tienen correspondencia alguna con los fines que debe cumplir la administración pública a la hora de regular e intervenir sobre las actividades económicas. 


			La consagración por la LPAG de un régimen legal para la simplificación de la actuación o actividad de la administración pública en general, es decir de todo tipo de procedimientos administrativos, ha sido uno de los aspectos más emblemáticos y con mayor proyección en el conjunto del ordenamiento jurídico administrativo peruano. 


			Sin embargo, a pesar de los buenos propósitos de la LPAG no se puede negar que la realidad demuestra que la simplificación de los procedimientos administrativos no es meta que se cumpla fácil o automáticamente con la sola aprobación de un marco legal con ese objetivo, porque la cultura burocrática asentada en un número significativo de organizaciones administrativas, las hace poco o casi nada favorables a las iniciativas de simplificación administrativa, lamentablemente así sucede en el Perú con un porcentaje apreciable de municipalidades, que habitualmente se muestran refractarias a la simplificación de los procedimientos administrativos pretextando que la aplicación de dichas medidas conduciría a un deterioro de los intereses públicos que deben proteger, cuando por el contrario su objetivo real es reforzar su poder burocrático y agenciarse irregularmente de mayores recursos, imponiendo exigencias a los privados, que no obstante que la LPAG y otras normas legales los empodera para defenderse de tales irregularidades, se ven sometidos a la complicada tesitura de accionar en su defensa, con la inversión de tiempos y de recursos que conlleva, o de ceder a las exigencias claramente arbitrarias o abusivas. 


			La disciplina de la potestad sancionadora de la Administración 


			Un tercer hito en el que se puede apreciar el impacto de la LPAG en los 20 años corridos desde su entrada en vigencia, en el que nuevamente se evidencia como ha desplegado sus efectos sobre otros marcos legales, es en la regulación de la potestad sancionadora de la administración y el establecimiento de reglas de procedimiento para su ejercicio. En esas materias la LPAG lleno dos vacíos: 


			• La ausencia de reglas generales que establecieran los parámetros o disciplinaran la potestad sancionadora, una de las más intensas que puede ejercer la administración pública sobre los privados, debido a que las numerosas normas administrativas sobre la materia preexistente sólo se preocupaban por tipificar las infracciones y establecer las sanciones aplicables a los infractores, pero nunca de regular las garantías de los privados para asegurar el correcto ejercicio de la referida potestad, como corresponde a un régimen constitucional de derecho. 


			• La ausencia de jurisprudencia contenciosa administrativa, que a diferencia de otros países en los que la citada jurisprudencia marcó la pauta para los posteriores desarrollos legislativos garantistas, en el Perú la regulación de lo que vendría ser la parte general de lo sancionador administrativo ha sido desarrollada por la LPAG y sus sucesivas modificaciones, siendo reforzada posteriormente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano que como se ha comentado anteriormente también puso en evidencia el fundamento constitucional de la mayor parte de los principios específicos para el ejercicio de la potestad sancionadora consagrados y las reglas garantistas para la tramitación de los correspondientes procedimientos administrativos sancionadores. 


			La consagración de principios específicos de la potestad sancionadora de la administración, adicionales a los principios del procedimiento establecidos en la misma LPAG, constituyó un acierto porque inspirándose en las construcciones jurisprudenciales y doctrinales desarrolladas en el derecho administrativo comparado, parte de la premisa dogmática que la potestad sancionadora junto con la potestad penal, son dos manifestaciones de una misma potestad punitiva que la sociedad encarga al Estado y que corresponde al legislador bajo ciertas consideraciones utilizar una u otra para castigar los ilícitos, pero que al tener una base común en una genérica potestad punitiva, es legítimo que en la regulación legislativa de la potestad sancionadora de la administración como lo desarrolla la LPAG se pudieran importar los principios de la potestad penal, producto de una muy dilatada evolución, para adaptar su aplicación a las singularidades propias de la materia administrativa, principios que a pesar de que la Constitución peruana solo hace referencia a su vertiente penal, como ya se dijo la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano (como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derecho Humanos) ha determinado que también rigen en el ámbito de lo administrativo. 


			La regulación por la LPAG de lo que podría denominarse la parte general de la potestad sancionadora de la administración pública en el Perú determina que sus principios y reglas básicas de procedimiento sean de aplicación generalizada todas las veces que las entidades administrativas ejercitan sus potestades sancionadoras pretendiendo aplicar los tipos infractores y las sanciones previstas en sus respectivos marcos legales sectoriales. La LPAG aporta al régimen legal sancionador de cada entidad administrativa los principios rectores que rigen la potestad sancionadora y las reglas básicas, pero esenciales por su carácter indisponible, del procedimiento administrativo sancionador, como es el caso (entre otras) de: a) la total proscripción de las sanciones de plano que no sean producto de un previo procedimiento administrativo sancionador, b) la necesidad de separar los roles del instructor que se encarga de la investigación y acopio de pruebas y del decisor en el procedimiento sancionador, y c) de otorgarle necesariamente al procesado la posibilidad de ejercer su derecho de defensa en dos momentos: i) al iniciar el respectivo procedimiento sancionador, y ii) respecto del informe que el instructor debe elaborar al concluir su tarea que servirá de base para la decisión del funcionario a cargo de resolver el procedimiento determinando la existencia o no de una infracción y de ser el caso aplicando la correspondiente sanción. 


			Desde que en entró en vigencia la LPAG hace 20 años la regulación de la potestad sancionadora contenida en dicho cuerpo legal implicó una transformación profunda de cómo la administración pública peruana ejercía en la práctica dicha potestad, cuyo recuento estricto sería extenso pero que podemos graficar en 3 de sus aspectos más significativos: a) la consagración de los principios de legalidad y tipicidad dejó sin cobertura numerosas infracciones administrativas que no habían sido establecidas en normas con rango de ley; b) la regulación de la prescripción de la responsabilidad administrativa suplió un sensible vacío de nuestra legislación y precisó el plazo legal para que la administración pudiera ejercer diligentemente su potestad sancionadora a cuyo vencimiento se extingue automáticamente la responsabilidad del posible infractor y finalmente, c) la expresa prohibición de que la administración pudiera imponer sanciones de plano, que tenía por objetivo corregir la perniciosa práctica administrativa de sancionar sin permitirle al imputado ejercer su más elemental derecho a la defensa. 


			Hoy en día en que se constata en el Perú la existencia de una política y corriente legislativa que parece favorable a la permanente expansión y acrecentamiento de la potestad sancionadora de la administración pública y una decidida tendencia punitiva por parte de numerosos sectores de la administración para quienes sancionar constituye la forma más fácil para tratar de acreditar el supuesto cumplimiento de sus funciones, olvidando que para la administración pública sancionar no constituye su razón de ser, sino sólo uno de los medios con que cuenta para el cumplimiento de sus fines, se revaloriza que la LPAG establezca las garantías que debe respetar la administración pública para el correcto ejercicio de dicha potestad. 


			La digitalización del procedimiento administrativo


			En lo referido a la digitalización del funcionamiento de la administración pública, las sucesivas reformas de la LPAG han incorporado las bases generales para la tramitación de los procedimientos administrativos electrónicos, pero sin regular por completo todas las materias que debería comprender para considerarlo regulado y pueda convertirse en una realidad.


			La reciente pandemia que generó situaciones de aislamiento social, durante las cuales la única forma como pudo continuar operando la administración pública fue mediante el teletrabajo y de que en consecuencia los privados solo pudieran acceder a la administración utilizando los medios virtuales, ha acelerado y puesto en la agenda pública la necesidad de avanzar en la digitalización de los procedimientos administrativos como uno de los mecanismos para la necesaria modernización de la administración pública con el objeto de que cumpla eficazmente sus funciones, en beneficio de las personas. 


			Existen sin embargo problemas que necesitan ser atendidos para que la digitalización de los procedimientos administrativos no se restrinja al mero discurso interesado sin un avance real, los cuales reseñamos a continuación9: 


			• A pesar de que como ya se dijo la LPAG contiene algunos de los elementos clave para la regulación de los procedimientos digitales, la mayor parte de la normativa de detalle dictada en los últimos años sobre la materia, se encuentra dispersa en numerosas normas legales y reglamentarias, muchas veces de carácter técnico, lo que hace necesario que en el futuro la regulación del procedimiento administrativo que se desarrolle en vía digital sea codificado en la LPAG para facilitar su aplicación por la administración. 


			• Se ha difundido equivocadamente por parte de algunas entidades administrativas y de algunos voceros políticos que el procedimiento administrativo electrónico, se reduce a solo comprender la recepción de los pedidos cursados digitalmente por los interesados a través de una mesa de partes virtual y la remisión de la consiguiente respuesta a los correos electrónicos a los destinatarios, ignorando que un verdadero procedimiento administrativo digital comprende un conjunto de procesos más complejo que en esencia permite prescindir del expediente físico y tramitar todo el procedimiento, especialmente en la parte que corresponde al proceso de formación de la voluntad administrativa, en forma digital.


			• La puesta en marcha de la digitalización del procedimiento administrativo en el Perú no solo necesita dotarse de un marco legal idóneo para regularlo, que como ya se dijo debería estar compilado en la LPAG, porque la experiencia de otros países demuestra que se trata de un proceso que requiere el desarrollo de capacidades en los funcionarios públicos y la inversión de recursos para dotar de equipos y sistemas informáticos que permitan a la administración operar eficazmente y que se generen mecanismos para que los privados no familiarizados con el uso de equipos informáticos no vean disminuidas sus posibilidades de acceso y atención por la administración pública. Teniendo además en cuenta que el universo de entidades administrativas en el Perú es muy heterogéneo en recursos técnicos y financieros y en el nivel de las capacidades profesionales de su personal. 


			• Es indispensable modificar el criterio (la cultura) que predomina hoy en los funcionarios públicos que en su mayoría parecen equivocadamente creer que la digitalización del procedimiento administrativo, o de algunos tramos de su desarrollo, se realiza con el único propósito de facilitar el trabajo de la administración, para su exclusiva comodidad, lo que tiene múltiples manifestaciones nocivas al día de hoy, porque no toman consciencia que se apuesta por la digitalización del procedimiento administrativo para agilizar el trabajo de la administración, pero fundamentalmente para facilitar el acceso de los privados a los servicios administrativos, sin necesidad de desplazarse físicamente, suprimiendo el paradigma del papel en la tramitación, sin dejar de garantizar plenamente todos sus derechos en sus relaciones con la administración.  


			Finalmente, en la reseña que realizamos en este trabajo de los principales impactos que ha tenido la LPAG en los 20 años de su vigencia, nos parece importante poner de relieve el rol que viene cumpliendo en lo que podríamos denominar la construcción de la parte general del Derecho Administrativo peruano, no sólo porque desarrolla la regulación de un par de las instituciones centrales y vertebradoras de la disciplina, como son el acto y el procedimiento administrativo, sino porque conforme se ha comentado y la experiencia cotidiana lo demuestra, buen número de las categorías, técnicas, e instituciones contenidas en la LPAG se proyectan sobre el conjunto del ordenamiento jurídico administrativo peruano, comprendiendo la normativa reguladora de los diferentes sectores de la realidad social en la que está presente la acción o la regulación administrativa: urbanismo, telecomunicaciones, medio ambiente, servicios públicos, infraestructura, transporte, etc. 


			II.	LA LEY REGULADORA DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 


			La primera norma legal en el Perú que reguló en forma específica el Proceso Contencioso Administrativo lo constituye la ley N° 27584 que entró en vigencia en junio del 200210 y a la que en adelante nos referiremos como LPCA 


			Tiene como base Constitucional un precepto específico (art. 148°) contenido en el Capítulo dedicado al Poder Judicial con la siguiente redacción: “Las resoluciones administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contenciosa administrativa”, el cual configura al contencioso administrativo como un medio creado para que los afectados por la actividad de la administración pública puedan acudir a otro poder el Estado como el Poder Judicial para que evalúe la juridicidad de su actuación, lo cual constituye una garantía esencial del Estado de Derecho y una expresión del derecho constitucional de la tutela jurisdiccional de cualquier persona. 


			El proyecto de ley que dio lugar a la LPCA fue elaborado a continuación de que se concluyó con la preparación del proyecto de ley que dio origen a la LPAG. La comisión que redactó el proyecto tenía claro que el contencioso administrativo debería ser el proceso jurisdiccional especializado, puesto a disposición de las personas como mecanismo de reacción para demandar ante el Poder Judicial la tutela de sus derechos y situaciones legales protegidas, contra las actuaciones de la administración, por acción y omisión, lesivas del ordenamiento jurídico. 


			Proceso de plena jurisdicción


			Por esa razón la impronta garantista de la naturaleza del proceso contencioso administrativo no permite que pueda ser concebido como si fuera virtualmente una segunda instancia o de equipararlo a un “recurso de apelación”, meramente revisor o cuasi casatorio de las cuestiones planteadas con carácter previo en la vía administrativa. El contencioso administrativo para la ley peruana es un auténtico proceso jurisdiccional, autónomo e independiente de la vía administrativa 


			La LPCA modela al contencioso administrativo como un proceso de plena jurisdicción, es decir un proceso en el que los jueces no están restringidos a la simple anulación de actos administrativos y como máximo a disponer que la administración emita un nuevo pronunciamiento que sustituya al acto administrativo descalificado, porque por el contrario diseña un proceso en el que los demandantes pueden pedirle a los jueces la declaración y el reconocimiento directo de los derechos que el ordenamiento jurídico administrativo atribuye a los demandantes. 


			El proceso contencioso administrativo que constitucionalmente ha sido concebido como una garantía de los administrados no puede ser caracterizado como un juicio que solo revisa la legalidad de los actos administrativos, el verdadero objeto del proceso en la LPCA que constituye un auténtico proceso entre partes, son las pretensiones de los demandantes, que pueden pretender la nulidad de la actuación administrativa que consideran perjudicial, pero también que se les reconozca u otorgue un derecho jurídicamente reconocido. 


			Particularidades y contexto 


			A diferencia de las leyes reguladoras de los procesos contencioso administrativos en otros países regidos por un Derecho Administrativo similar al nuestro, la LPCA peruana tiene las siguientes particularidades: 


			• No desarrolla la organización judicial que tiene a su cargo el conocimiento y resolución de los procesos, más allá de hacer puntual referencia a la competencia de los jueces y salas superiores especializadas en dicho tipo de procesos, porque se consideró que el desarrollo de la referida materia correspondía constitucionalmente realizarse mediante una ley orgánica, lo cual no era la naturaleza del proyecto de ley ordinaria que se estaba preparando. Sin embargo, en paralelo el marco regulador del Poder Judicial desde hace muchos años ha deslegalizado la materia otorgando competencia al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial para determinar la creación y organización de los referidos juzgados y salas especializadas en lo contencioso administrativo, adoptando medidas que no siempre han contribuido a fortalecer su necesaria especialización. 


			• La LPCA, a diferencia de las leyes reguladores del proceso contencioso administrativo de otros países que constituyen verdaderos códigos procesales en la materia, sólo regula los aspectos procesales que son específicos del proceso contencioso administrativo, es decir los que justifican una regulación especializada, porque para los demás aspectos procesales, comunes a todo tipo de procesos, remite su regulación al Código Procesal Civil. El propósito de esa técnica legislativa fue facilitar la aplicación del nuevo régimen legal, porque solo lo diferenciador del citado proceso contencioso administrativo es materia de un desarrollo legislativo especial. 


			• Por mandato constitucional la impugnación jurisdiccional de los reglamentos con efectos generales se realiza mediante el Proceso Constitucional de Acción Popular también a cargo del Poder Judicial, a diferencia de la generalidad de los países en los que el proceso contencioso administrativo sirve para cuestionar toda la actuación de la administración pública, incluida el ejercicio de la potestad reglamentaria. En el Perú las normas que regulan el trámite del Proceso de Acción Popular para el control de la juridicidad de los reglamentos están contenidas en el respectivo Código Procesal Constitucional. 


			• Las controversias generadas durante la ejecución de los contratos celebrados con el Estado, a diferencia también de la generalidad de los países que los resuelven mediante el proceso contencioso administrativo, en el Perú la competencia es legalmente asignada a la vía arbitral, que la Constitución le reconoce carácter jurisdiccional y por ende sus pronunciamientos adquieren la calidad de cosa juzgada. Por esa razón en el Perú las numerosas controversias contractuales con la administración pública no son resueltas en el Poder Judicial mediante el proceso contencioso administrativo sino en la vía arbitral. 


			Para entender en mayor medida el contexto en el que se desarrolla la regulación legal del proceso contencioso administrativo en el Perú es necesario tomar en cuenta los siguientes aspectos adicionales: 


			• La insuficiencia preexistente en la regulación del proceso contencioso administrativo que lastraba gravemente su efectividad, había traído consigo que las personas necesitadas de tutela judicial para defenderse de actuaciones administrativas irregulares prefiriesen la utilización del proceso constitucional de amparo porque su marco legal hacía por comparación de este último un proceso: i) más ágil; ii) que permitía eximirse de la obligación de agotar la vía administrativa previa; iii) en el que se podía acceder con mucha mayor facilidad a medidas cautelares para suspender las decisiones administrativas cuestionadas y iv) en última instancia, podía llegar a ser resuelto por el Tribunal Constitucional11. Por esa razón la LPCA procuró diseñar un proceso contencioso administrativo que permitiera a los justiciables acceder a la tutela judicial eficaz de sus derechos e intereses frente a la administración pública, mediante un proceso que otorgase una protección no menor que el proceso constitucional de amparo, teniendo en cuenta que el contencioso administrativo debería ser el cauce procesal especializado para la evaluación de la juridicidad de la actividad administrativa y la protección de los derechos de las personas en relación a la administración pública. 


			• El ordenamiento administrativo peruano debe ser el que cuenta con el mayor número de tribunales administrativos, es decir órganos administrativos colegiados, integrados por funcionarios administrativos, a los que se les encarga resolver en sede administrativa controversias (procedimientos administrativos recursivos) con la propia administración, generalmente sobre materias sectoriales especializadas (tributario, minero, libre competencia, ambiental, etc., etc.) y que resuelven agotando la vía administrativa, como requisito para que las personas que continúan disconformes y desean acceder a la tutela judicial de sus derechos, puedan acudir al proceso contencioso administrativo. Dichos tribunales administrativos que no ejercen potestad jurisdiccional, porque como se ha señalado son órganos de la administración pública, se crean con la intención de permitir a las personas que los recursos que interpongan para ser resueltos en sede administrativa con el objeto de cuestionar las decisiones de la administración puedan ser revisados por órganos que, aunque forman parte de la misma administración pública, tienen las siguientes características diferenciales: i) no forman parte de la administración activa, es decir de la que ha emitido la actuación administrativa impugnada y, ii) están conformados por un colectivo de profesionales que han sido designados en función de su especialización en la materia. Estos tribunales administrativos permiten a los recurrentes la posibilidad de que sus argumentos puedan ser revisados por una instancia administrativa especializada en los temas objeto de controversia, dotada de un mayor grado de objetividad e imparcialidad no obstante formar parte de la misma administración, lo que no niega a las personas que no consideran reconocidos sus derechos e intereses el derecho de acceder posteriormente a la tutela judicial mediante el proceso contencioso administrativo ante el Poder Judicial12. 


			Caracteres esenciales del proceso


			Entre los principales aspectos que corresponde destacar de la LPCA que constituyen las características básicas de la misma podemos resaltar los siguientes: 


			• La consagración de Principios específicos que rigen los procesos contencioso administrativos, en atención a la singularidad de la materia, como es el caso de: i) el principio de integración, conforme al cuales en los casos en que los jueces no puedan dejar de resolver por defecto o deficiencia de la ley, deberán integrar las lagunas o vacíos normativos con los principios sustantivos o procedimentales del derecho administrativo; ii) el principio de igualdad procesal que consagra la igualdad de armas, de modo que en el proceso contencioso administrativo la administración no goza de las prerrogativas que si le reconoce en la ley de procedimiento administrativo; iii) el principio de favorecimiento del proceso, conforme al cual en caso de duda razonable sobre el cumplimiento del requisito de agotamiento de la vía administrativa debe preferir la continuidad del proceso y iv) el principio de suplencia de oficio, que le permite al juez superar las deficiencias formales en orden a no perjudicar el trámite del proceso. 


			• Postula la universalidad del control jurisdiccional de toda actividad administrativa, a excepción como ya se señaló de las normas reglamentarias y de la actividad de ejecución contractual, por esa razón establece una relación de carácter ilustrativo, es decir no taxativo, de las distintas actuaciones que comprende, entre las que se encuentran: i) los actos administrativos; ii) el silencio administrativo, la inercia y cualquier omisión de la administración pública; iii) la vía de hecho; iv) los excesos en las actividades de ejecución material de los actos administrativos y v) las actuaciones que afecten al personal de la carrera pública o servicio civil. 


			• De conformidad con su proclamado carácter de proceso de plena jurisdicción, la LPCA establece una relación de pretensiones que no se restringe a declarar la nulidad de las actuaciones impugnadas, porque también permite que se pueda solicitar: i) el reconocimiento o restablecimiento directo por los jueces a cargo de la controversia del derecho o interés jurídicamente tutelado; ii) el cese de la vía de hecho; iii) se ordene a la administración la realización de una determinada actuación formal o material a la que se encuentre obligada por mandato de la ley o en virtud de un acto administrativo firme, y iv) que se condena a la administración al pago de una indemnización por responsabilidad administrativa extracontractual. 


			• El plazo para accionar por regla general es de tres meses desde que se agota la vía administrativa, con cuatro excepciones en atención a la naturaleza de las pretensiones: i) cuando se pretenda demandar invocando silencio administrativo negativo, no se computa plazo; ii) cuando se pretendan impugnar actuaciones administrativas impugnables que no se sustenten en actos administrativos (vía de hecho) el plazo se computará a partir que se toma conocimiento de dichas actuaciones; iii) Cuando se trate de un tercero que no ha participado del procedimiento administrativo previo, el plazo se computará desde que tomó conocimiento de la actuación impugnada.


			• Aunque el agotamiento de la vía administrativa, es un requisito de procedibilidad establecido por el precepto constitucional que consagra el Proceso Contencioso Administrativo, la LPAG establece puntuales excepciones al cumplimiento de dicho requisito en razón a las singularidades de algunas actuaciones administrativas impugnables o de las pretensiones que se formulan. 


			• Finalmente, la LPCA regula con relativa amplitud el régimen de las medidas cautelares, las que pueden solicitarse incluso antes de haberse iniciado o al interior del proceso, aunque en la práctica judicial operan con restricciones y los últimos años se han aprobado diversas disposiciones en tres regímenes sectoriales que han restringido su otorgamiento. 


			No cabe duda que el impacto en el ordenamiento jurídico – administrativo peruano de LPCA en los últimos 20 años ha sido bastante positivo, aunque no está exento de algunos claroscuros que la legislación de la materia viene lastrando y que deberían superarse con posteriores modificaciones legislativas, pero que seguirá siendo insuficiente si los jueces a cargo no terminan de asimilar el rol que debe cumplir el proceso contencioso administrativo como garantía de los derechos de las personas que buscan protección jurisdiccional frente a las actuaciones antijurídicas de la administración pública. 


			Futuras reformas legales 


			Entre los principales temas que me parece deberían ser objeto de futuras reformas legislativas al régimen de la LPCA se encuentran las siguientes: 


			• Suprimir las restricciones probatorias contenidas en el art. 29° que solo permite que se conozcan en el contencioso administrativo las actuaciones recogidas en el procedimiento administrativo que lo precede, salvo un par de excepciones puntuales, pero que pone en evidencia que esa materia el legislador no ha podido desligarse de un concepto del proceso contencioso administrativo meramente revisor, como si fuera una “segunda instancia” del procedimiento administrativo que estaría condicionando al contencioso administrativo posterior, lo cual está claramente reñido con el carácter de proceso autónomo e independiente de la vía administrativa en el que no debería negarse al justiciable la posibilidad de que se acepten o valoren pruebas que no se actuaron en sede administrativa, cualquiera sea la razón13. 


			• Suprimir las restricciones que el numeral 5) del artículo 5° establece para que se pueda demandar una pretensión indemnizatoria por responsabilidad patrimonial extracontractual de la administración pública, que solo permite que pueda ser planteada en forma acumulativa a alguna de las otras pretensiones previstas por la ley, lo cual ha sido uno de los factores que ha determinado que en el Perú, también a diferencia de otros países en los que rige un derecho administrativo similar al nuestro, la citada responsabilidad en la práctica sea casi inexistente, lo cual limita gravemente la garantía del restablecimiento de los derechos patrimoniales de las personas. 


			• Suprimir las restricciones que dilatan a los justiciables la posibilidad de hacer efectivas las sentencias favorables que condenan a la administración al pago de obligaciones pecuniarias, porque desalienta que luego de seguir un proceso contencioso administrativo que puede demorar en la práctica entre 4 o 5 años, el privado que ha litigado con la administración durante varios años para obtener la tutela judicial de sus derechos e intereses, tenga que continuar litigando para conseguir que la resolución judicial que lo beneficia se pueda ejecutar. Desde la entrada en vigencia de la LPCA se han dictado normas legales adicionales al citado cuerpo legal con el objeto de regular la ejecución de las sentencias pecuniarias condenatorias a la administración pero que aportan muy poca claridad sobre la materia y con un claro sesgo contrario a favorecer el cumplimiento de dichas sentencias. 


			Rol de los jueces


			Pero además de las anotadas reformas que deberían efectuarse a la LPCA para potenciar el rol que corresponde cumplir en un Estado Constitucional de Derecho al Proceso Contencioso Administrativo como mecanismo para la tutela de los derechos e intereses jurídicos de las personas respecto de la actuaciones antijurídicas de la administración pública, en nuestra opinión existen otros retos que corresponde más bien asumir a los jueces del orden contencioso administrativos, que sintetizamos a continuación: 


			• Internalizar que el contencioso administrativo es realmente un proceso de plena jurisdicción y que no puede seguir siendo concebido, como viene sucediendo en la práctica, como un proceso únicamente centrado en revisar la legalidad del acto administrativo impugnado, en el que muchas veces no se permite desarrollar argumentos o presentar pruebas que no hayan sido previamente planteadas en el procedimiento administrativo que lo precede, cuyo objeto se restringe a anular la actuación administrativa cuestionada y como máximo que el juez ordene a la administración a emitir una nueva decisión, porque por el contrario, se necesita interiorizar que se trata de un proceso autónomo e independiente de la vía administrativa, que conforme al diseño constitucional cumple la función de ser el mecanismo procesal específico para la tutela jurisdiccional de los derechos e intereses de los administrados, los que pueden demandar que el juez proceda directamente a su reconocimiento o a ordenar su restablecimiento, en una situación jurídica individualizada.  


			• Superar el apego al positivismo o a la legalidad meramente formal que parece regir el criterio de algunas resoluciones judiciales, que con escasa fundamentación respecto de las cuestiones de hecho y de derecho planteadas en el respectivo proceso, dejan la sensación de que de facto existe la propensión a una suerte de deferencia claramente sesgada a favor de la posición de la administración. 


			• Acoger para aplicar en sus decisiones los criterios interpretativos o la ratio decidendi de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que aunque pueda estar referida a la resolución de casos concretos, no es infrecuente que se establezcan por el citado Tribunal criterios jurídicos de clara inspiración constitucional que deberían regir la actividad de la administración pública y que debería corresponder a los jueces contencioso administrativos emplear como parámetro en sus decisiones, favoreciendo su efectividad en beneficio de la mejora del funcionamiento de la administración y los derechos de las personas. 


			• Producir jurisprudencia de la cual se exprese en forma expresa principios, criterios de interpretación y de aplicación del Derecho, que operando como fuente complementaria del ordenamiento jurídico, tenga vocación de ser observada por los jueces y tribunales inferiores, generando predictibilidad en garantía de los principios de seguridad jurídica, igualdad, interdicción de la arbitrariedad, tutela judicial efectiva e imparcialidad consagrados constitucionalmente14, reduciendo el alto margen de incertidumbre que se experimenta actualmente en los fallos judiciales y facilitando su conocimiento por parte de los operadores jurídicos.


			Continuando con esta evaluación preparada con motivo de los 20 años de la vigencia de la LPCA considero que la praxis acumulada evidencia que es indispensable atender otros dos aspectos del funcionamiento del proceso contencioso administrativo para que supere algunas de las disfunciones que lo aquejan y permitan que pueda cumplir plenamente el rol que le asigna la Constitución: 


			• Se requiere una organización que permita afrontar la intensa carga judicial que hace lento el desarrollo de los procesos y dificulta a los justiciables obtener oportunamente medidas cautelares en salvaguarda de sus derechos, porque en la medida que los procesos se dilatan se hace costoso acceder a la tutela judicial frente a una administración pública dotada de prerrogativas como las de ejecutividad y ejecutoriedad de sus determinaciones, que le permite proceder a su ejecución forzosa en tanto el marco legal o una orden judicial, no dispongan lo contrario. 


			• Es indispensable que la organización del Poder Judicial, el marco legal y los procesos de selección de magistrados, tengan como objetivo común que se pueda contar con jueces que se especialicen en la complejidad de la amplia temática del Derecho Administrativo que se resuelve en los procesos contenciosos administrativos, con el objeto de asegurar el acierto de las decisiones judiciales y de garantizar la tutela efectiva de los derechos de los justiciables15. 


			Finalmente, solo resta relevar, que desde el punto de vista dogmático las citadas LPAG y LPCA, desde su entrada en vigencia hace 20 años, han cumplido un importante rol en el impulso del desarrollo de los estudios académicos del Derecho Administrativo en el Perú16, evidenciado en múltiples manifestaciones: en la profusión de publicaciones sobre la materia, en la realización de actividades de difusión, el desarrollo de investigaciones por parte de grupos de estudiantes, la organización de los Congresos Nacionales de la disciplina y otros eventos académicos, la participación de los profesores de la especialidad en colectivos internacionales y en el relacionamiento con los académicos de otros países, así como en la participación en publicaciones colectivas que proporcionan una panorámica comparada de la disciplina y que permiten el intercambio de experiencias. 


			Las citadas leyes determinaron que el eje de los estudios sobre la disciplina en el Perú dejará de girar exclusivamente en torno a la temática referida a la organización interna de la administración pública (el régimen de los funcionarios públicos, los sistemas administrativos, etc.), para trasladar su atención a la actividad de la administración pública en sus relaciones con los administrados (el procedimiento administrativo), el control jurisdiccional de la actuación administrativa y la tutela de los derechos de los afectados (el contencioso administrativo) y por extensión a la regulación sustantiva de los diferentes regímenes sectoriales que conforman el Derecho Administrativo Económico o especial. 


			El amplio alcance del impacto de las citadas leyes también ha contribuido a que desde su entrada en vigencia se hayan ampliado notablemente los espacios de desarrollo profesional en Derecho Administrativo en el medio jurídico peruano, lo que ha generado una mayor demanda de formación especializada que ha servido de estímulo para potenciar los estudios académicos de la disciplina. 


			Lima, marzo del 2022 
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			Abstract


			The article deals with basic questions of the digital transformation of public administration and administrative law. First, the history of the development of digital administration and the different roles of administrative law are presented (A). Then, the central challenges that arise for administrative law from the characteristics of digital technology are systematically elaborated (B). Against this background, the current law and further perspectives are examined in more detail, respectively for internal and external relations in digital administration (C) and administrative decisions using digital technology and AI (D). The questions addressed are international relevant. Here, the answers of the law of Germany and the EU are presented, but other countries, especially Peru, are also considered.


			Resumen


			El artículo aborda cuestiones básicas de la transformación digital de la Administración pública y el Derecho Administrativo. En primer lugar, se presenta la historia del desarrollo de la administración digital y las diferentes funciones del Derecho Administrativo (A). A continuación, se elaboran sistemáticamente los retos centrales que surgen para el Derecho Administrativo a partir de las características de la tecnología digital (B). En este contexto, se examinan con más detalle el derecho actual y las perspectivas futuras, respectivamente para las relaciones internas y externas en la Administración digital (C) y las decisiones administrativas que utilizan la tecnología digital y la IA (D). Las cuestiones abordadas son de relevancia internacional. Aquí se presentan las respuestas del derecho de Alemania y de la UE, pero también se consideran otros países, especialmente Perú. 
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			1.	INFORMATION AND COMMUNICATION TECHNOLOGY AND THE DEVELOPMENT OF PUBLIC ADMINISTRATION 


			Administration is essentially a process of information processing. The organisation of administration and its working methods are necessarily closely linked to the possibilities and media of information processing. Developments in information and communication technology have therefore always found resonances in public administration, in the sciences related to it (Traunmüller & Wimmer, 2000, p. 482 et seqq.; Brinckmann et al., 1974, p. 19 et seqq.) and in administrative law.2 The more public administration was penetrated by information and communication technology, the stronger these resonances became. They have by now encompassed all the basic categories of administration and administrative law: the procedure, the organization, and the decision. We are observing a profound transformation of administration, which in some areas is taking place along familiar trajectories and in others is raising entirely new questions.


			The scientific discussions and the goals of administrative policy show similar patterns internationally. They are both primarily shaped by the possibilities of internationally widespread and fundamentally available technology on the one hand, and the basic functions of any administration on the other. Science and administrative policy were also quick to adopt an international comparative perspective (Reddick, 2010; Kassen, 2016; Bwalya & Mutula, 2014, pp. 14-145; Jain & Akandelwa, 2014, pp. 101-124; Alcaide Munoz & Rodriguez Bolivar, 2018; Weerakkody & Reddick, 2013).


			The developments of administration and administrative law also have numerous parallels and similar directions in an international comparison, although the differences in state structure, administrative culture, the level of resources used and the legal system have led and will continue to lead to much greater disparities and variations. However, there has long been a tradition of international exchange and international comparative studies that stimulate and guide learning from “best practices”. 3


			A comprehensive analysis would have to take into account and reflect all national differences. The following contribution is less ambitious. It addresses fundamental developments and legal conflicts, but with regard to the legal framework, it focuses primarily on developments in Germany and the European Union. Against this background, references are made to other countries and to Peru in particular.


			1.1. Continuity of objectives


			The objectives, which are guiding of the use of information technology in public administration, show a high degree of continuity internationally. The twofold perspective of the citizen on the one hand and the effective fulfilment of tasks on the other hand is a consistent feature. This dual perspective is inherent in the role of the administration in the modern constitutional state. Citizens are to be provided with easier access and improved services, in which social aspects, equal treatment and accountability are realized. At the same time, the economic efficiency and effectiveness of Public Administration should be improved. These aspects are aimed at the economical use of taxpayers’ money and the realisation of state tasks. Due to the general, constitutionally guided objectives, the use of information technology has always been able to play an important role in the various administrative models regardless of their changes over the decades (Eifert, 2006, p. 20 et seqq.; Guckelberger, 2019, p. 58 et seqq.). With the penetration of all administrative areas and administrative functions, the use of information technology, now framed as “digitalization”, has itself increasingly established as the central theme of administrative modernization (Eifert, 2006, p. 20 egenschert seqq; Britz, 2012, marginal no. 2 et seqq.; Kassen, 2016; Guckelberger, 2019, p. 58 et seqq.).


			For Germany this can be documented easily and vividly. In the first issue of the journal “Öffentliche Verwaltung und Datenverarbeitung (ÖVD)” (Public Administration and Data Processing), the then Minister of the Interior of the Federal Republic of Germany, Genscher, identified in 1971 as goals: a higher effectiveness, efficiency and fairness of administrative execution, increased citizen friendliness and better administrative decisions due to improved information bases and their technical processing (Genscher, 1971, p. 4). Hardly deviating from this, the government program “Digital Administration 2020” formulates for the administration of the future: “This uses the potentials of digitalization, is effective, transparent, efficient, barrier-free, citizen- and business-friendly” (BMI, 2014, p. 10). 4Similar observations are not only available for individual other countries such as Denmark (Rose et al., 2015, p. 531), France (Sauret, 2012, p. 112) or the USA (Pavlichev & Garson, 2004, pp. 2-15), but also form the basis for the widely presented international trends and their relative synchrony (Lips, 2017; Chen & Ahn, 2017). In Peru, the Framework Law for the Modernization of State Management (Law No 21658) and the Supreme Decree No. 123-2018-PCM follow the same line.


			1.2. Technology and Organizational Dependency of the Digital Transformation 


			1.2.1. Technical developments and their influence on public administration 


			Information technology developed largely independently of the specific requirements of the administration (Brinckmann et al., 1974, p. 107). As a rule, the public administration did not succeed in using its generally considerable buying power to influence the development of technology. The use in the administration took place in reaction to the possibilities entailed with the technical development. Whether and how quickly technical options were taken up by administrations depended on a variety of political, economic and cultural factors (Garson, 2006, pp. 29-54; West, 2005, pp. 71-81; Chen, 2017, pp. 156-208). The example given here is the development in Germany.5 In Germany, the available technologies and their use by the administration roughly result in five stages of development that emerged one after the other with corresponding transformations of administrative areas. However, these developments did not form a fixed sequence, but complemented and overlapped each other in many cases.6 After an initial pioneering period with isolated experiments, the development of mainframe computers in the 1970s led to the widespread introduction of information technology in mass procedures that had to perform many calculations, especially in financial administration, personnel administration and social administration. Centralized, and in some cases jointly operated, computer centers emerged (Fiedler, 1966, p. 690 et seqq.). Efficiency and uniformity were the dominant purposes at this stage. Then, with the advent of personal computers, office technology and computer technology merged in the 1980s; decentralized computer-assisted processing through software tools such as word processing and spreadsheets became possible. Networking and integration of administrative offices equipped with information technology was increasingly demanded and became a central issue. Finally, at the fourth stage, starting in the 1990s, the Internet made it possible to integrate internal systems of the administration and external communication with the citizens and boosted the development internationally. Citizen’s point of view came to the fore - e-government dominated as a term (Groß, 2004, p. 410 et seqq.; Eifert, 2006, p. 20 et seqq.; Guckelberger, 2019, p. 13 et seqq.). The Digital Transformation now brings together all these developments and also encompasses an additional new area with the increasing use of algorithms and artificial intelligence in decision-making.


			1.2.2. Hesitant realisation of ambitions


			These developments mark orientations, areas and fields of action of administrative informatization. In their implementation, the use of information technology has consistently fallen far short of ambitions. It is a history of excessive expectations and under-fulfilled demands. Many factors have contributed to this in changing constellations. The view of technology and its dynamics quickly led to far-reaching scenarios, but the provision of resources was often hesitant and limited due to the fact that savings could be expected in the long term only. Organisational requirements as well as the need of further development of personnel and administrative culture were often underestimated. The rather modest successes in view of the implementation difficulties often caused the momentum to flag (Garson, 2006, pp. 383-410; Evangelidis, 2004, p. 21; Wentzel, 2012, p. 233 et seqq.; on the influence of governance institutions on informatization success in an international comparison: Azad et al., 2010, p. 85. For Germany: Lenk, 1995, p. 331; Eifert, 2001, p. 115; Guckelberger, 2019, pp. 157-247). In federal and decentralized states, organizational changes face a particular challenge. The constitutionally protected autonomy poses special challenges to the establishment of cooperative structures and uniform technical specifications. Accordingly, development delays occurred in many federal states (For Germany: Normenkontrollrat 2020, p. 37; for Switzerland Brugger et al. 2012, p. 173) and, conversely, the digital transformation puts federalism under permanent pressure (Gibbins, 2000, pp. 667-689). 


			1.3. Increasing regulation of administrative matters


			The digital transformation of the administration has always been an important topic of administrative practice. It has also repeatedly become a central project of administrative policy. In the meantime, it has also increasingly become a subject of administrative law. This involves both a massive quantitative growth of legal regulations dealing with issues of digital administration and a qualitatively higher reaching out to hitherto internal administrative matters (Eifert, 2014, p. 421). Overall, the digital transformation has been characterised by greater legislative guidance of administrative development. The temptation to align the law solely with technology was successfully resisted.


			1.3.1. IT-Compatible law – a one-sided perspective


			Already with the emergence of information technology, demands were made for “legislation suitable for automation” (Klug & Fiedler, 1964, p. 269; von Berg, 1968) and comprehensive adaptations of legal regulations (Zeidler, 1959, p. 28 et seq.; Simitis, 1967, p. 3 et seq.) to the requirements of the technology used. The laws should be designed from the outset to be enforced as far as possible by information technology in order to avoid downstream implementation difficulties. Since then, this basic concern has been a recurring theme in debates. Even today, under the name of “Digital TÜV” among others, there are calls to improve the digital compatibility of laws (Normenkontrollrat, 2020, p. 5.; Engel, 2017, p. 185; Wind, 2017, p. 177; for the European level exemplified by the Customs Code: Limbach, 2015, p. 550).It is legitimate at the outset to consider the conditions of the enforcement of laws when designing them, but for constitutional reasons there must be no one-sided orientation solely towards efficiency and practicability. The more efficiency-oriented specifications such as flat rates or the waivers of discretion are made, the more precisely and transparently the alternatives and appropriateness of such solutions must be examined in light of fundamental rights. Accordingly, a comprehensive orientation of the law towards computerisation has never taken place.


			1.3.2. Layers and functions of law


			The legal regulation of the use of IT in the administration took place in several stages in Germany. It began with early academic papers on constitutional requirements, continued with the selective removal of legal obstacles to desirable developments by the legislature, and in the more recent past passed into an increasing acceleration and design of the transformation of administrative procedures and administrative organization. For the most recent challenges, however, it is back to square one.


			These layers and functions are reflected in many legal systems. In particular, the relative importance can vary over time as a result of the different trajectories of digital administration. In general, however, since the 1990s there has been a considerable increase in legal regulations governing the use of IT in public administration. (Holzer et al., 2019, pp. 4-11; Garson, 2006, pp. 33-53). In Peru, too, although the development starts at the end of the 20th century, the number and density of legal regulations is increasing massively from 2017. In the following, this development is again described using the example of Germany.


			1.3.2.1.	Constitution as a regulatory framework


			The introduction of IT in the administration was initially carried out by administrative practice (Bull, 1964, p. 37 et seqq.). Scholars have taken it upon themselves to record this development, to measure it against general principles of administrative law and constitutional values, and to find points of reference for further development (Zeidler, 1959; Bull, 1964; Brinckmann et al., 1974). Beyond the treatment of specific risks, there were initially also fundamental concerns in Germany against certain forms of automation, because it could violate human dignity to have to obey orders from a machine (Schreiter, 1956, p. 693). Such rigorous concerns did not prevail and legal discussion quickly shifted to individual issues of regulation. However, in light of emerging far-reaching and complex automated decisions using artificial intelligence, the constitutional discussion about dignity has recently intensified again in Germany, but also in many other countries (for the US: Coglianese & Lehr, 2017, p. 1147; for Germany: Eifert, 2020a). The constitutional framework and general principles necessarily always come to the fore, if and to the extent that no specific legal regulations have yet been made.


			1.3.2.2.	Removal of legal obstacles


			Legal regulations on the use of IT in public administration were initially enacted only rarely and generally removed obstacles to increased use. One example is the regulations on administrative procedure enacted in the 1970s. The Administrative Procedure Act (Verwaltungsverfahrensgesetz des Bundes - VwVfG), which was codified for the first time at that time, basically provided for a hearing in the case of onerous administrative acts and a requirement to state reasons for written administrative acts. At the same time, however, exceptions to these requirements were made possible if the administrative act was issued “with the aid of automatic devices” (BT-Drucks. 7/910, pp. 52, 61; Polomski, 1993, p. 128). Unlike Art. 30 in the General Administrative Procedure Act in Peru, special rules were thus created in German procedural law for this electronic form of administrative procedure. In administrative organization law, too, laws on Automated Data Processing (ADV laws) in the Länder facilitated the establishment and expansion of centralized large-scale computer centers(Eberle, 1976). Later, in the phase of Electronic Government, legal requirements for a written form with a handwritten signature hindered the desired electronic handling of many administrative procedures. For this reason, the legal Framework for a technical infrastructure for an electronic signature as the functional equivalent of a handwritten signature has been crated in Germany, as it has in Peru and worldwide. Associated with it, electronic documents with this electronic signature could be equated with the written form and handwritten signature in many areas (§ 3a VwVfG). These legislative enabled the administration to take advantage of the opportunities offered by IT (Britz, 2012, marginal no. 46 et seqq.). However, it was not required to use it. This was in line with a broad European development at the time (Eifert et al., 2001, pp. 57-146) and probably also corresponds to Art. 30 of the General Administrative Procedure Law in Peru. In the German Administrative Procedure Laws, electronic access to the administration was explicitly made dependent on the administrative body itself having opened it. In addition, many provisions in specific laws on form and signature took into account the different pace of development in different administrative areas. The degree of realisation of an electronic government and the speed of its implementation were left up to the administration. 


			1.3.2.3.	Accelerating and shaping development 


			This has changed in recent times. Law has increasingly become an instrument for actively shaping the digital transformation of the administration. Legal regulations have been introduced for areas in which they were not required by the constitution anyway. In particular, they now contain specific development goals and design requirements for interfaces to citizens and within the administration. These laws have an impact on hitherto internal administrative processes and they begin to accept the task of deleoping rules specifically for the digital fulfillment of tasks. This goes well beyond the approach of emulating the analogue world, as with the written form and signature. The crucial corresponding sets of regulations in Germany are the e-government laws (EGovG) of the federal7 and state governments (Denkhaus et al., 2019; EGovG, Introduction marginal no. 25; Beckermann, 2018, p. 167) as well as the Online Access Act (OZG) and8, at the European level, the Regulation on the Establishment of a Single Digital Access Gateway (SDG-VO)9.


			These laws oblige public authorities to establish electronic access within a defined timeframe, to set up central functionalities for electronic transactions and to provide more detailed information on the services. At the same time, it will be made easier for citizens to comply with requirements regarding form and signature.10 Finally, the law urges that record keeping - the heart of administrations - be digitalised. These laws are accompanied by an expansion of the governance structure. A new basis for federal coordination was created in the constitution (Art. 91c GG) and then fleshed out in more detail by the legislature and by treaties between the federal and state governments.


			Legislation requires the administration to have an electronic communication channel to the citizens. However, citizens can only partially enforce this in court. European Union laws requiring electronic procedures (cf. § 4 et seq. SDG-VO) are enforceable by private parties (Siegel, 2019, p. 909). It is a typical instrument of the EU to ensure implementation of its legal requirements. In the case of national regulations, however, the legal situation is inconsistent. In some cases, citizens’ rights are expressly excluded; in others the question remains open. Obviously, it should be possible to take into account the effort and the sometimes difficult conditions for the implementation of electronic procedures in the administration. However, because these regulations facilitate the procedures for citizens and obviously pursue the purpose of better service for citizens, it can be assumed, at least in the medium term, that such demands will regularly considered enforceable.11


			Internationally, the basic development seems to be similar, even if it began at different times. In the USA, the development began somewhat earlier (Garson, 2006, pp. 46-53, 270-272); in Peru it appears to run parallel to Germany, but the density of legal regulation seems to be much higher. Beginning with the establishment of the Public Software Portal (Supreme Decree No. 051-2018_PCM), various legal acts were issued that were obviously aimed at accelerating and making the transformation process of the administration more efficient, and which were then further strengthened by the legislation of 2020 and 2021, beginning with the Urgency Decree Creating the National Digital Transformation System (Urgency Decree No 006-2020) and ending with the Supreme Decree Approving Regulations that Develops the Institutional Framework for Better Regulation Process (Supreme Decree No 063-2021-PCM).


			1.3.2.4.	Search for the framework for current developments


			However, the legislator’s current claim to shape the development concerns the well-known fields of electronic administrative procedures and the electronic file. It shows the political will to push through a development that has been sought for decades but has been delayed time and again. The upcoming areas of digital administration - above all the full automation of decisions, the use of artificial intelligence (AI) or the networking of the administration with social actors in smart cities - are hardly covered by this.


			A suitable legal framework for further development in these subject areas is still being sought. Initial regulations have been made for fully automated administrative decisions, whereby the general regulation in § 35a VwVfG excludes decisions with discretion and requires for a special authorisation by statute. Although no more detailed design has ben made here, the introduction of fully automated administrative decisions is not left to the administration.12 For the use of AI, public administration is just one case in the much broader scientific and political search for appropriate regulation. The current discussion pushes to subject at least automation and the use of AI to increased regulation according to the principles of technology law. Compared to electronic procedures and record keeping, automation and AI use are much more sensitive to the administrative tasks at hand. Therefore, horizontal approaches will have to be limited to very basic issues and supplemented by sector- and task-specific regulations. One solution could be to open up task-related experimental spaces and draft legal regulations according to the experience gained there (European Commission, COM (2018) 795 final, p. 24; Eifert, 2020b, p. 15 et seqq.).


			The networking of the administration with social actors in the development of complex settings such as smart cities is not solely in the hands of the administration, but just as much in the hands of private actors. Current networking takes place in a colourful mix of pilot projects and contracts with private stakeholders and plays out in diverse forums. The greater the number of participants and the more disparate parallel processes take place and have to be coordinated again and again, the less it is possible to work with formal, possibly quickly outdated specifications. Here, platforms that are open to development and a governance structure that is project-centered in each case become more important than legal specifications (Bolivar, 2017, pp. 326-340; Richter, 2019, marginal no. 7 et seqq., 16 et seqq.; Heuermann et al., 2018, p. 63 et seqq.). For policy fields with increased involvement of societal actors, experimental spaces are therefore also likely to be the appropriate means.


			2.	CHALLENGES OF DIGITISATION FOR THE ADMINISTRATION AND ADMINISTRATIVE LAW 


			Most of the central challenges for administration and administrative law posed by IT were marked early on, at least in Germany, with systematic and remarkably comprehensive analyses (Traunmüller & Wimmer, 2000, p. 482 et seqq.; Brinckmann et al., 1974, p. 19 et seqq.; Lenk, 2011, pp. 315-317). These analyses were driven by individual young legal scholars and emerging scientific research contexts in which legal scholars, administrative scholars and computer scientists collaborated intensively. The basic characteristics of IT are relatively stable, were already identified at the time (Steinmüller et al., 1971), and its potentials were envisioned far into the future in a mixture of ambitions and utopias (Fiedler, 1966, p. 695). The continuity of objectives for the use of IT in administration noted above gave a relatively high degree of reliability to the trajectories envisioned ahead, so that the fundamental tensions between the potentials of IT use and the legal and actual conditions from the analogue world gradually became topical. The existing research was not always fully exploited, but the developments in IT and science did in principle permit increasingly differentiated answers to the recurring questions. In the following, these central questions will be outlined.


			2.1. Tendencies towards centralization versus autonomy of administrative units


			The use of information and communication technology regularly entails a tendency towards centralization, which has been critically addressed from the beginning (Zeidler, 1959, p. 29 et seq.; Bull, 1964, p. 89). The technology itself is characterized by economies of scale because the marginal cost of individual data processing is close to zero with an existing technical infrastructure. Networked electronic processes require at least uniform standards at a wide variety of levels, which can be set particularly effectively centrally. Information processing is facilitated if uniform and centralized data stocks are created. Finally, technical interfaces require their own technology on the user side, so that the attractiveness and acceptance of the supplied services depend on their standardisation, which is most easily ensured by central specifications and bundled supply. The tendency towards centralisation encompasses the way in which tasks are fulfilled, the organisation of the structure and procedures of the administration, the design of interfaces to citizens and between administrative units, and the organisation of data stocks. This tendency must be reconciled with the practical and legal requirements of the independence of administrative authorities. The basic trends to meet these challenges are centralization and institutions for binding coordination and cooperation. Centralizations mainly concern technical issues where the relation to the actual administrative task is limited. They range from introducing CIOs to central portals for services to setting standard and ensuring compatibility. The institutions can ensure a coordinated approach in the other areas and enable uniform solutions without shifting legal competences. These developments can be found in Germany (Art. 91c GG; OZG; E-GovG of the Länder; State Treaty of the Federation and the Länder on the IT State Treaty), in the European Union (DSG-VO), in Peru (including Urgency Decree No. 006-2020 Creating the National Digital Transformation System; Legislative Decree No 1412 Approving the Digital Government Law) and in most other countries. A more precise assessment, however, requires an analysis of the respective state and administrative organization.


			2.2. Technology-driven administrative efficiency versus procedural rights 


			The use of IT in administration also comes with a tendency towards even more automated procedures. Procedural guarantees anchored in the rule of law and fundamental rights typically presuppose human action and are quickly perceived as obstacles. When the VwVfG was enacted, the technical limits of the then new automation of mass procedures were recognized and it was exceptionally possible to dispense with the hearing, statement of reasons and signature or reproduction of names in such procedures (§§ 28 (2) no. 4, 37 (5), 39 (2) no. 3 VwVfG). A more differentiated solution is now found in the provisions on fully automated procedures, i.e. those procedures in which all procedural steps including the decision on the merits are automated (§§ 24 (1) sentence 3, 35a VwVfG). Even in the case of procedures which are generally only accessible electronically (e.g. section 181(2a) AO, section 25(4) EStG), consideration is given to specific interests in which this would be unreasonable.


			From a constitutional point of view, the rule of law (“Rechtsstaatprinzip”) is the primary standard against which such regulations must be measured. The principle of procedural fairness, which it encompasses, ensures a fixed minimum level of substantive protection, and the principle of proportionality ensures a balance between efficiency gains and procedural losses, taking into account the importance of the substantive legal positions at stake (Eifert, 2006, pp. 127, 135).


			As far as the legal provisions give discretion, such as the early possibilities for exemption from consultation etc. in the Administrative Procedure Act, they can react flexibly to technical developments and shifts in values. Otherwise, the legislature will have to weigh the interests again each time it introduces techniques that are restrict procedures.


			2.3. Technical standardization versus sensitivity to the individual cases


			With the digitalization of administrative processes, the procedures and decisions are increasingly formatted by algorithms. The programs depend on standardizations and typifications. Even AI also decides according to patterns and works with typifications (Calders, 2013, p. 27; Tischbirek, 2020, p. 103). This is associated with a lower sensitivity to the specifics of the individual case. The risik has been critically noted from the beginning and contrasted with human decision-making (Fiedler, 1966, p. 694; Bull, 1964, p. 43). It is still a common thread in the discussion today (Groß, 2004, p. 409 et seq.; Kube, 2019, p. 307 et seq.). Diminished sensitivity to individual cases may conflict with statutory requirements and must be justified against the right to equal protection. It may occur at various stages of the administrative process. In the fact-finding phase, (electronic) forms or the waiver of a hearing can mean that the special features of a case do not even enter the proceedings (Groß, 2004, p. 409; Britz, 2012, para. 61 f.); in the case of an automatic decision based on typified cases, the appropriate weighting of the special features can be lacking; and in the case of a missing or schematic statement of reasons, the judicial review of the appropriateness of a measure for the individual case is made more difficult (Fiedler, 1990, p. 6).


			Notwithstanding the fact that there are still uncertainties in Germany about the need for regulation and the techniques of automated procedures in detail, what all current legislative approaches have in common is that they attempt to ensure case-by-case sensitivity also by compellingly embedding human decisions or decision-making components. This seems to be rooted both in the limits of technology (which are, however, being pushed further and further out) and in a culturally entrenched positive trust in the appropriateness of human decisions for the classification of particular cases (Prell, 2018, p. 1259).13


			In the discussions and legal efforts concerning the differentiated integration of the human factor, two cornerstones again seem to be emerging: First, a basic standard for ensuring a complete information base and human accessibility (cf. § 24 para. 1 p. 3 VwVfG; § 31a p. 2 SGB X; §§ 88 para. 5 in conjunction with 150 para. 7, 155 para. 4 AO; Art. 22 DSGVO) and, second, limitations on the areas of application for fully automated decisions (cf. § 35a VwVfG; § 31a SGB X; § 155 AO; Art. 22 DSGVO). Corresponding safeguards are required for the use of AI (Independent High-Level Expert Group on Artificial Intelligence, 2019b, p. 18 (9.2., 9.3.)).


			2.4. Algorithmic decision-making versus legality of decisions


			When administrative procedures are translated into algorithms, security and accuracy of results necessarily depend on applicable algorithms and reliable infrastructures (Groß, 2004, p. 410). Errors can result in unlawful action. This risk is amplified by two factors. First, given the high number of uniform applications, such errors may lead to high quantities of unlawful decisions. Second, it becomes more difficult to control the management: It depends on the verifiability and traceability of the input and the technical processes. Moreover, there is no accompanying control for plausibility, which regularly takes place consciously or unconsciously on the occasion of human decision steps.


			These risks have been known since the early days of administrative IT use. Quality assurance of algorithms was already accepted as a challenge when IT was first introduced. The limited verifiability of technical inputs has been discussed in various, sometimes trivial, cases such as measurements of speeding offences without storing raw data (VerfGH Saarland, 2019, p. 2456; relativising VerfGH Rheinland-Pfalz, 2020, p. 97). The verifiability of factors for decisions, which is now focal point of the discussion of the black-box character of self-learning systems (Hoffmann-Riem, 2017, p. 29; Wischmeyer, 2018, p. 42), was foresightedly named as a problem many decades ago for so-called “expert systems” (Fiedler, 1990, p. 6 et seqq.; Tönsmeyer-Uzuner, 2000, p. 160). Moreover, with the introduction of exclusively electronic records, proper record keeping also becomes dependent on their technical safeguards (Kleewitz-Hommelsen, 1996, p. 38; Eifert, 2006, p. 149 et seqq.; Britz, 2012, marginal no. 74 et seqq.).


			The limitation of such risks remained primarily a task of the administration and was addressed by legal rules only in particular cases.14 In Germany we are lacking explicit regulations such as those in Art. 31 of the General Administrative Procedure Law and in the Supreme Decree Aproving Regulations of Legislative Decree No. 1412 for Peru. Thus, the extension of laws defining power [„Gestaltungsanspruch“] to technology and its environment is still pending. For the use of AI, it is currently widely demanded (Data Ethics Commission, 2019; Enquete-Kommission Künstliche Intelligenz, 2020). 


			2.5. Output by software in search of accountability 


			In the course of digitization, algorithms are taking over tasks previously performed by people - both within the administration and vis-à-vis the citizens. While people have clearly defined positions in organizational and functional terms in the administration, this does not apply equally to the algorithms. Thus, legal classification of measures and the responsibility for the results caused great uncertainty, especially at the beginning of the use of IT (Zeidler, 1959, p. 5). There is now agreement that the nature of the decision (rather than a distinction between human or technical “decision-makers”) is decisive for the legal classification of the measures and that, in the case of automatic decisions, the administrative body that initiated the decision and on whose behalf it is issued is responsible.


			However, there is still an intense debate about how the authority that has to bear responsibility for such decisions can also adequately fulfil this responsibility. How, then, can it be ensured that the specific decision taken automatically is democratically legitimised?


			2.6. The need for accountable decisions on the use of it


			The central challenges for administration and administrative law are rooted in the specific characteristics of IT technology and its dynamic development. These challenges cannot only be met by means of legal reforms, but must also include the design of technology and its use. However, this perspective reveals the challenges for the development of legal standards for IT use and the need for a distinctive decision-making procedure about the use and design of IT in public administration.


			2.6.1. Legal standards between tradition and emerging conventions 


			The legal standards for the respective use of technical programs often they remain indistinct. Of course, as far as the legality of automated decisions is concerned, the standard is fixed with the legal requirements. It is “only” a question of ensuring the quality of the algorithms and defining the permissible error rate. However, when it comes to balancing competing interests, boundaries can be questioned anew. This is the case, for example, when balancing procedural efficiency and individual procedural rights such as a hearing. In such cases, automation raises the question of indispensable minimum standards of procedural rights. However, this conflict is not fundamentally new as procedural efficiency and participation rights must also be balanced beyond the use of IT in approaches to speeding up administrative procedures (Bonk, 1997, p. 320; Steinbeiß-Winkelmann, 1998, p. 809).
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